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Reinvemtar la democracia 


El contrato social de la modernidad 

El contrato social es el meta-relato sobre el que se asienta 
la moderna obligación política. Una obligación compleja y con¬ 
tradictoria por cuanto establecida entre hombres libres y con 
el propósito, al menos en Rousseau, de maxlmizar, y no de 
minimizar, la libertad. El contrato social encierra, por lo 
tanto, una tensión dialéctica entre regulación social y eman¬ 
cipación social, tensión que se mantiene merced a la cons¬ 
tante polarización entre voluntad individual y voluntad gene¬ 
ral, entre interés particular y bien común. Él Estado nación, 
el derecho y la educación cívica son los garantes del discurrir 
pacífico y democrático de esa polarización en el seno del 
ámbito social que ha venido en llamarse sociedad civil. 
El procedimiento lógico del que nace el carácter innovador de 
la sociedad civil radica, como es sabido, en la contraposición 
entre sociedad civil y estado de naturaleza o estado natural. 
De ahí que las conocidas diferencias en las concepciones del 
contrato social de Hobbes, Locke y Rousseau tengan su reflejo 
en distintas concepciones del estado de naturaleza:' cuanto 
más violento y anárquico sea éste mayores serán los poderes 
atribuidos al Estado resultante del contrato social. Las dife¬ 
rencias entre Hobbes. por un lado, y Locke y Rousseau, por 
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otro, son, en este sentido, enormes. Comparten todos ellos, 
sin embargo, la idea de que el abandono del estado de natu¬ 
raleza para constituir la sociedad civil y el Estado modernos 
representa una opción de carácter radical e irreversible. 
Según ellos, la modernidad es intrínsecamente problemática 
y rebosa de unas antinomias -entre la coerción y el consenti¬ 
miento, la igualdad y la libertad, el soberano y el ciudadano o 
el derecho natural y el civil- que sólo puede resolver con sus 
propios medios. No puede echar mano de recursos pre- o 
anti-modemos. 

El contrato social se basa, como todo contrato, en unos cri¬ 
terios de inclusión a los que, por lógica, se corresponden unos 
criterios de exclusión. De entre estos últimos destacan tres. 
El primero se sigue del hecho de que el contrato social sólo 
incluye a los individuos y a sus asociaciones; la naturaleza 
queda excluida: todo aquello que precede o permanece fuera 
del contrato social se ve relegado a ese ámbito significativa¬ 
mente llamado "estado de naturaleza". La única naturaleza 
relevante para el contrato social es la humana, aunque se 
trate, en definitiva, de domesticarla con las leyes del Estado y 
las normas de convivencia de la sociedad civil. Cualquier otra 
naturaleza o constituye una amenaza o representa un recurso. 
El segundo criterio es el de la ciudadanía territorialmente fun¬ 
dada. Sólo los ciudadanos son partes del contrato social. 
Todos los demás -ya sean mujeres, extranjeros, inmigrantes, 
minorías (y a veces mayorías) étnicas- quedan excluidos; 
viven en el estado de naturaleza por mucho que puedan coha¬ 
bitar con ciudadanos. El tercer y último criterio es el (del) 
comercio público de los intereses. Sólo los intereses que pue¬ 
den expresarse en la sociedad civil son objeto del contrato. La 
vida privada, los intereses personales propios de la intimidad 
y del espacio doméstico, quedan, por lo tanto, excluidos del 
contrato. 

El contrato social es la metáfora fundadora de la racionali¬ 
dad social y política de la modernidad occidental. Sus crite¬ 
rios de inclusión/exclusión fundamentan la legitimidad de la 
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contractualización de las interacciones económicas, políticas, 
sociales y culturales. El potencial abarcador de la contrac¬ 
tualización tiene como contrapartida una separación radical 
entre incluidos y excluidos. Pero, aunque la con trac tuallza- 
ción se asienta sobre una lógica de inclusión/exclusión, su 
legitimidad deriva de la inexistencia de excluidos. De ahí que 
éstos últimos sean declarados vivos en régimen de muerte 
civil, La lógica operativa del contrato social se encuentra, por 
U/tanto, en permanente tensión con su lógica de legitimación. 
Las inmensas posibilidades del contrato conviven con su 
inherente fragilidad. En cada momento o corte sincrónico, la 
contractualización es al mismo tiempo abarcadora y rígida: 
diacrónicamente, es el terreno de una lucha por la definición 
de los criterios y términos de la exclusión/inclusión, lucha 
cuyos resultados van modificando los términos del contrato. 
Los excluidos de un momento surgen en el siguiente como 
candidatos a la inclusión y, acaso, son incluidos en un 
momento ulterior. ¿Pero, debido a la lógica operativa del con- 
í trato, los nuevos Incluidos sólo lo serán en detrimento de 
'nuevos o viejos excluidos. El progreso de la contractualiza¬ 
ción tiene algo de sisífico. La flecha del tiempo es aquí, como 
mucho, una espiral. 

Las tensiones y antinomias de la contractualización social 
no se resuelven, en última instancia, por la vía contractual. 
Su gestión controlada depende de tres presupuestos de 
carácter metacontractual: un régimen general de valores, un 
sistema común de medidas y un espacio-tiempo privilegiado. 
El régimen general de valores se asienta sobre las ideas del 
bien común y de la voluntad general en cuanto principios 
agregadores de sociabilidad que permiten designar como 
'sociedad' las interacciones autónomas y contractuales entre 
sujetos libres e iguales. 

El sistema común de medidas se basa en una concepción 
que convierte el espacio y el tiempo en unos criterios homo¬ 
géneos, neutros y lineares con los que, a modo de mínimo 
común denominador, se definen las diferencias relevantes. La 
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técnica de la perspectiva introducida por la pintura renacen¬ 
tista es la primera manifestación moderna de esta concep¬ 
ción. Igualmente importante fue. en este sentido, el perfeccio¬ 
namiento de la técnica de las escalas y de las proyecciones en 
la cartografía moderna iniciada por Mercator. Con esta con¬ 
cepción se consigue, por un lado, distinguir la naturaleza de 
la sociedad y, por otro, establecer un término de comparación 
cuantitativo entre las interacciones sociales de carácter gene¬ 
ralizado y dlferenciable. Las diferencias cualitativas entre las 
interacciones o se ignoran o quedan reducidas a indicadores 
cuantitativos que dan aproximada cuenta de las mismas. El 
dinero y la mercancía son las concreciones más puras del sis¬ 
tema común de medidas: facilitan la medición y comparación 
del trabajo, del salario, de los riesgos y de los daños. Pero el 
sistema común de medidas va más allá del dinero y de las 
mercancías. La perspectiva y la escala, combinadas con el sis¬ 
tema general de valores, permiten, por ejemplo, evaluar la 
gravedad de los delitos y de las penas: a una determinada 
graduación de las escalas en la gravedad del delito corres¬ 
ponde una determinada graduación de las escalas en la pri¬ 
vación de libertad. La perspectiva y la escala aplicadas al 
principio de la soberanía popular permiten la democracia 
representativa: a un número x de habitantes corresponde un 
número y de representantes, (gl sistema común de medidas 
permite incluso, con las homogeneidades que crea, establecer 
correspondencias entre valorea antinómicos. Así, por ejemplo, 
entre la libertad y la igualdad pueden definirse criterios de 
justicia social, de redistribución y de solidaridad. El presu¬ 
puesto es que las medidas sean comunes y procedan por 
correspondencia'y homogeneidad. De ahí que la única solida¬ 
ridad posible sea la que se da entre iguales: su concreción 
más cabal está en la solidaridad entre trabajadores. 

El espacio-tiempo privilegiado es el espacio-tiempo estatal 
nacional. En este espacio-tiempo se consigue la máxima agre¬ 
gación de intereses y se definen las escalas y perspectivas con 
las que se observan y miden las interacciones no estatales y 
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no nacionales (de ahí, por ejemplo, que el gobierno municipal 
se denomine gobierno local). La economía alcanza su máximo 
nivel de agregación, integración y gestión en el espacio-tiempo 
nacional y estatal que es también el ámbito en el que las fami¬ 
lias organizan su vida^y establecen el horizonte de sus expec¬ 
tativas, o de la falta de las mismas. La obligación política de 
' los ciudadanos ante el Estado y de éste ante aquéllos se defi¬ 
ne dentro de ése espacio-tiempo que sirve también de escala 
a las organizaciones y a las luchas políticas, a la violencia 
ilegítima y a la promoción del bienestar general. Pero el espa¬ 
cio-tiempo nacional estatal no es sólo perspectiva y escala, 
\tam bién es un ritmo, una duración, una temporalidad; tam¬ 
bién es el espacio-tiempo de la deliberación del proceso judi¬ 
cial y, en general, de la acción burocrática del Estado, cuya 
correspondencia más isomórfica está en el espacio-tiempo de 
la producción en masa. 

Por último, el espacio-tiempo nacional y estatal es el espa¬ 
cio señalado de la cultura en cuanto conjunto de dispositivos 
identitarios que fijan un régimen de pertenencia y legitiman 
la normativtdad que sirve de referencia a todas las relaciones 
sociales que se desenvuelven dentro del territorio nacional: 
desde el sistema educativo a la historia nacional, pasando por 
las ceremonias oficiales o los días festivos. 

Estos principios reguladores son congruentes entre sí. Si el 
régimen general de valores es el garante último de los hori¬ 
zontes de expectativas de los ciudadanos, el campo de per¬ 
cepción de ese horizonte y de sus convulsiones depende, del 
sistema común de medidas. Perspectiva y escala son, entre 
otras cosas, dispositivos visuales que crean campos de visión 
y, por tanto, áreas de ocultación. La visibilidad de determina¬ 
dos riesgos, daños, desviaciones, debilidades tiene su reflejo 
en la identificación de determinadas causas, determinados 
enemigos y agresores. Unos y otros se gestionan de modo pre¬ 
ferente y privilegiado con las formas de conflictividad, nego¬ 
ciación y administración propias del espacio-tiempo nacional 
y estatal. 
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La idea del contrato social y sus principios reguladores 
constituyen el fundamento ideológico y político de la contrac- 
tualidad sobre la que se asientan la sociabilidad y la política 
de las sociedades modernas. Entre las características de esta 
organización contractualizada, destacan las siguientes. El 
contrato social pretende crear un paradigma socio-político 
que produzca de manera normal, constante y consistente 
cuatro bienes públicos: legitimidad del gobierno, bienestar 
económico y social, seguridad e identidad colectiva. Estos bie¬ 
nes públicos sólo se realizan conjuntamente: son, en última 
instancia, los distintos pero convergentes modos de realizar el 
bien común y la voluntad general. La consecución de estos 
bienes se proyectó históricamente a través de una vasta cons¬ 
telación de luchas sociales, entre las que destacan las luchas 
de clase -expresión de la fundamental divergencia de intere¬ 
ses generada por las relaciones sociales de producción capi¬ 
talista. Debido a esta divergencia y a las antinomias inheren¬ 
tes al contrato social (entre autonomía individual y justicia 
social, libertad e igualdad), las luchas por el bien común 
siempre fueron luchas por definiciones alternativas de ese 
bienjLuchas que se fueron cristalizando con contractualiza- 
¿üoñes parciales que modificaban los mínimos hasta entonces 
acordados y que se traducían en una materialidad de institu- 
/ciones encargadas de asegurar el respeto a, y la continuidad 
vele, lo acordado. 

De esta prosecución contradictoria de los bienes públicos, 
con sus consiguientes contractualizaciones, resultaron tres 
grandes constelaciones institucionales, todas ellas asentadas 
en el espacio-tiempo nacional y estatal: la socialización de la 
economía, la politización del Estado y la nacionalización de 
la identidad. La socialización de la economía vino del progre¬ 
sivo reconocimiento de la lucha de clases como instrumento, 
no de superación, sino de transformación del capitalismo. 
La regulación de la jomada laboral y de las condiciones de 
trabajo y salariales, la creación de seguros sociales obligato¬ 
rios y de la seguridad social, el reconocimiento del derecho de 
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huelga, de los sindicatos, de la negociación o de la contrata¬ 
ción colectivas son algunos de los hitos en el largo camino 
histórico de la socialización de la economía. Camino en el que 
se fue reconociendo que la economía capitalista no sólo estaba 
constituida por el capital, el mercado y los factores de pro¬ 
ducción sino que también participan de ella trabajadores, 
personas y clases con unas necesidades básicas, unos Intere¬ 
ses legítimos y, en definitiva, con unos derechos ciudadanos. 
Los sindicatos desempeñaron en este proceso una función 
destacada: la de reducir la competencia entre trabajadores, 
principal causa de la sobre-explotación a las que estaban ini¬ 
cialmente sujetos. 

La materialidad normativa e institucional resultante de la 
socialización de la economía quedó en manos de un Estado 
encargado de regular la economía, mediar en los conflictos y 
reprimir a los trabajadores, anulando Incluso consensos 
represivos. Esta centralidad del Estado en la socialización de 
la economía influyó decididamente en la configuración de la 
segunda constelación: la politización del Estado, proceso 
asentado sobre el desarrollo de su capacidad reguladora. 

El desarrollo de esta capacidad asumió, en las sociedades 
capitalistas, principalmente, dos formas: el Estado de bienes- 
d ar en el ce ntro deLslstema mundial y el Estado desarrolllsta 
én la periferia y semiperlferia del sistema mundial. A medida 
queTue estatalizñndo la regulación, el Estado la convirtió en 
campo para la lucha política, razón por lo cual acabó politi¬ 
zándose. Del mismo modo que la ciudadanía se configuró 
desde el trabajo, la democracia estuvo desde el principio liga¬ 
da a la socialización de la economía. La tensión entre capita¬ 
lismo y democracia es, en este sentido, constitutiva del 
Estado moderno, y Ha legitimidad de este Estado siempre 
estuvo vinculada al modo, más o menos equilibrado, en que 
resolvió esa tensión. El grado cero de legitimidad del Estado 
moderno es el fascismo: la completa rendición de la democra¬ 
cia ante las necesidades de acumulación del capitalismo. Su 
grado máximo de legitimidad resulta de la conversión, siempre 
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problemática, de la tensión entre democracia y capitalismo en 
un círculo virtuoso en el que cada uno prospera aparente¬ 
mente en la medida en que ambos prosperan conjuntamente. 
En las sociedades capitalistas este grado máximo de legitimi¬ 
dad se alcanzó en Jos Estados de bienestar de Europa del 
norte y de Canadá. 

Por último, la nacionalización de la identidad cultural es el 
proceso medíante el cual las, cambiantes y parciales, identi¬ 
dades de los distintos grupos sociales quedan territorializa- 
das y temporalizadas dentro del espacio-tiempo nacional. La 
nacionalización de la identidad cultural refuerza'los criterios 
de inclusión/exclusión que subyacen a la socialización de la 
economía y a la politización del Estado, confiriéndoles mayor 
vigencia histórica y mayor estabilidad. 

Este amplio proceso de contractualización social, política y 
cultural, con sus criterios de inclusión/exclusión, tiene, sin 
embargo, dos límites. El primero es inherente a los mismos 
criterios: la inclusión siempre üene como límite lo que excluye. 
La socialización de la economía se consiguió a costa de una 
doble des-socialización: la de la naturaleza y la de los grupos 
sociales que no consiguieron acceder a la ciudadanía a través 
del trabajo. Al ser una solidaridad entre iguales, la solidari¬ 
dad entre trabajadores no alcanzó a los que quedaron fuera 
del círculo de la igualdad. De ahí que las organizaciones sin¬ 
dicales nunca se percataran, y en algunos casos sigan sin 
hacerlo, de que el lugar de trabajo y de producción es a menu¬ 
do el escenario de delitos ecológicos o de graves discrimina¬ 
ciones sexuales y raciales. Por otro lado, la politización y la 
visibilidad pública del Estado tuvo como contrapartida la des¬ 
politización y privatización de toda la esfera no estatal: la 
democracia pudo desarrollarse en la medida en que su espa¬ 
cio quedó restringido al Estado y a la política que éste sinte¬ 
tizaba. Por último, la nacionalización de la identidad cultural 
se asentó sobre el étnocidio y el epistemicidio: todos aquellos 
conocimientos, universos simbólicos, tradiciones y memorias 
[Colectivas que diferían de los escogidos para ser incluidos y 
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erigirse en nacionales fueron suprimidos, marginados o des¬ 
naturalizados, y con ellos los grupos sociales que los encaré 
naban. 

El segundo límite se refiere a las desigualdades articuladas 
por el moderno sistema mundial. Los ámbitos y las formas de 
la contractualización de la sociabilidad' fueron distintos según 
fuera la posición de cada país en el sistema mundial: la con¬ 
tractualización fue más o menos inclusiva, estable, democrá¬ 
tica y pormenorizada. En la periferia y semiperiferia la con¬ 
tractualización tendió a ser más limitada y precaria que en el 
centro. El contrato siempre tuvo que convivir allí con el sta¬ 
tus; los compromisos no fueron sino momentos evanescentes 
a medio camino entre los pre-compromisos y los post-com- 
promisos; la economía se socializó sólo en pequeñas islas de 
Inclusión situadas en medio de vastos archipiélagos de exclu¬ 
sión; la politización del Estado cedió a menudo ante la priva¬ 
tización del Estado y la patrlmoniallzación de la dominación 
política; y la identidad cultural nacionalizó a menudo poco 
más que su propia caricatura. Incluso en los países centrales 
la contractu aliza ción varió notablemente: por ejemplo, entre 
los países con fuerte tradición contractualista, caso de 
Alemania o Suecia, y aquellos de tradición subcontractualista 
como el Reino Unido o los Estados Unidos de América. 

La crisis del contrato social 

Con todas estas variaciones, el contrato social ha presidido, 
con sus criterios de inclusión y exclusión y sus principios 
metacontractuales, la organización de la sociabilidad econó¬ 
mica, política y cultural de las sociedades modernas. Este 
paradigma social, político y cultural viene, sin embargo, atra¬ 
vesando desde hace más de una década una gran turbulen¬ 
cia que afecta no ya sólo a sus dispositivos operativos sino a 
sus presupuestos; una turbulencia tan profunda que parece 
estar apuntado a un cambio de época, a una transición para¬ 
digmática. 
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En lo que a los presupuestos se refiere, el régimen general 
de valores no parece poder resistir la creciente fragmentación 
de una sociedad dividida en múltiples apartheíds y polarizada 
en tomo a ejes económicos, sociales, políticos y culturales. En 
este contexto, no sólo pierde sentido la lucha por el bien 
común, también parece ir perdiéndolo la lucha por las defini¬ 
ciones alternativas de ese bien. La voluntad general parece 
haberse convertido en un enunciado absurdo. Algunos auto¬ 
res hablan incluso del fin de la sociedad. Lo cierto es que cabe 
decir que nos encontramos en un mundo post-foucaultiano 
(lo cual revela, retrospectivamente, lo muy organizado que era 
ese mundo anarquista de Foucault). Según él, dos son los 
grandes modos de ejercicio del poder que, de modo complejo, 
coexisten: el dominante poder disciplinarlo, basado en las 
ciencias, y el declinante poder Jurídico, centrado en el Estado 
y el derecho. Hoy en día, estos poderes no sólo se encuentran 
fragmentados y desorganizados sino que coexisten con 
muchos otros poderes. El poder disciplinario resulta ser cada 
vez más un poder Indiscipllnarlo a medida que las ciencias 
van perdiendo seguridad espistemológica y se ven obligadas a 
dividir el campo del saber entre conocimientos rivales capa¬ 
ces de generar distintas formas de poder. Por otro lado, el 
Estado pierde centralidad y el derecho oficial se desorganiza 
al coexistir con un derecho no oficial dictado por múltiples 
legisladores fácticos que, gracias a su poder económico, aca¬ 
ban transformando lo fáctico en norma, disputándole al 
Estado el monopolio de la violencia y del derecho. La caótica 
proliferación de poderes dificulta la identificación de los ene¬ 
migos y, en ocasiones, incluso la de las víctimas. 

Los valores de la modernidad -libertad, igualdad, autono¬ 
mía, subjetividad, Justicia, solidaridad- y las antinomias 
entre ellos perviven pero están sometidos a una creciente 
sobrecarga simbólica: vienen a significar cosas cada vez más 
dispares para los distintos grupos y personas, al punto que el 
exceso de sentido paraliza la eficacia de estos valores y, por 
tanto, los neutraliza. 
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La turbulencia de nuestros días resulta especialmente 
patente en el sistema común de medidas. SI el tiempo y el 
espacio neutros, lineares y homogéneos desaparecieron hace 
ya tiempo de las ciencias, esa desaparición empieza ahora a 
hacerse notar en la vida cotidiana y en las relaciones sociales. 
Me he referido en otro lugar [Santos, 1998a] a la turbulencia 
por la que atraviesan las escalas con las que hemos venido 
identificando los fenómenos, los conflictos y las reacciones. 
Como cada fenómeno es el producto de las escalas con las 
que lo observamos, la turbulencia en las escalas genera extra¬ 
ñamiento, desfamiliarización, sorpresa, perplejidad y oculta¬ 
ción: la violencia urbana es un ejemplo paradigmático de esta 
turbulencia en las escalas. Cuando un niño de la calle busca 
cobijo para pasar la noche y acaba, por ese motivo, asesina¬ 
do por un policía o cuando una persona abordada por un 
mendigo se niega a dar limosna y, por ese motivo, es asesi¬ 
nada por el mendigo estamos ante una explosión imprevisible 
de la escala del conflicto: un fenómeno aparentemente trivial 
e Inconsecuente se ve correspondido por otro dramático y de 
fatales consecuencias. Este cambio abrupto e imprevisible en 
la escala de los fenómenos se da hoy en día en los más varia¬ 
dos ámbitos de la praxis social. Cabe decir, siguiendo a 
Prigogine [1979; 1980], que nuestras sociedades están atra¬ 
vesando un periodo de bifurcación, es decir, una situación de 
inestabilidad sistémica en el que un cambio mínimo puede 
producir, imprevisible y caóticamente, transformaciones cua¬ 
litativas. La turbulencia de las escalas deshace las secuencias 
y los términos de comparación y, al hacerlo, reduce las alter¬ 
nativas, generando impotencia o induciendo a la pasividad. 

La estabilidad de las escalas parece haber quedado limitada 
al mercado y al consumo, pero incluso aquí se han producido 
cambios radicales en el ritmo así como explosiones parciales 
que obligan a modificar constantemente lá perspectiva sobre 
los actos comerciales, las mercancías y los objetos, hasta el 
extremo en que la Inter-subjetividad se transmuta en Inter - 
objetualidad (ínterobjectualidade). La constante transforma- 
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clon de la perspectiva se da Igualmente en las tecnologías de 
la información y de la comunicación donde la turbulencia en 
las escalas es, de hecho, acto originario y condición de fun¬ 
cionamiento. La creciente inter-actividad de las tecnologías 
permite prescindir cada vez más de la de los usuarios de 
modo que, subrepticiamente, la inter-actividad se va desli¬ 
zando hacia la inter-pasividad. 

Por último, el espacio-tiempo nacional y estatal está per¬ 
diendo su primacía ante la creciente competencia de los espa¬ 
cios-tiempo globales y locales y se está desestructurando ante 
los cambios en sus ritmos, duraciones y temporalidades. El 
espacio-tiempo nacional estatal se configura con ritmos y 
temporalidades distintos pero compatibles y articulables: la 
temporalidad electoral, la de la contratación colectiva, la tem¬ 
poralidad judicial, la de la seguridad social, la de la memoria 
histórica nacional, etc. La coherencia entre estas temporali¬ 
dades confiere al espacio-tiempo nacional estatal su configu¬ 
ración específica. Pero esta coherencia resulta hoy en día 
cada vez más problemática en la medida en que varía el 
impacto que sobre las distintas temporalidades tienen los 
espacios-tiempo global y local. 

Aumenta la importancia de determinados ritmos y tempo¬ 
ralidades completamente incompatibles con la temporalidad 
estatal nacional en su conjunto. Merecen especial referencia 
dos fenómenos: el'tiempo instantáneo del ciberespacio. por 
un lado, y el tiempo glacial de la degradación ecológica, de la 
cuestión indígena o de la biodiversidad, por otro. Ambas tem¬ 
poralidades chocan frontalmente con la temporalidad política 
y burocrática del Estado. El tiempo instantáneo de los mer¬ 
cados financieros hace inviable cualquier deliberación o regu¬ 
lación por parte del Estado. El freno a esta temporalidad ins¬ 
tantánea sólo puede lograrse actuando desde la misma escala 
en que opera, la global, es decir, con una acción internacio¬ 
nal. El tierrlpo glacial, por su parte, es demasiado lento para 
compatibllizarse adecuadamente con cualquiera de las tem¬ 
poralidades nacional-estatales. De hecho, las recientes apro- 
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ximaciones entre los tiempos estatal y glacial se han traduci¬ 
do en poco más que en intentos por parte del primero de cani- 
balizar y desnaturalizar al segundo. Basta recordar el trato 
que ha merecido en muchos países la cuestión indígena o, 
también, la reciente tendencia a aprobar leyes nacionales 
sobre la propiedad intelectual e industrial que inciden sobre 
la biodiversidad. 

Como el espacio-tempo nacional y estatal ha venido siendo 
el hegemónico ha conformado no ya sólo la acción del Estado 
sino las prácticas sociales en general de modo que también en 
estas últimas incide la presencia del tiempo instantáneo y del 
glacial. Al igual que ocurre con las turbulencias en las esca¬ 
las, estos dos tiempos consiguen, por distintas vías, reducir 
las alternativas, generar impotencia y fomentar la pasividad. 
El tiempo instantáneo colapsa las secuencias en un presente 
Infinito que trivializa las alternativas multiplicándolas tecno- 
lúdicamente, fundiéndolas en variaciones de sí mismas. El 
tiempo glacial crea, a su vez, tal distancia entre las alternati¬ 
vas que éstas dejan de ser conmensurables y contrastables y 
se ven condenadas a deambular por entre sistemas de refe¬ 
rencias incomunicables entre sí. De ahí que resulte cada vez 
más difícil proyectar, y optar entre, modelos alternativos de 
desarrollo. 

Pero donde las señales de crisis del paradigma resultan 
más patentes es en los dispositivos funcionales de la contrac - 
tualización social. A primera vista, la actual situación, lejos 
de asemejarse a una crisis del contractualismo social, parece 
caracterizarse por la definitiva consagración del mismo. 
Nunca se ha hablado tanto de eontractualización de las rela¬ 
ciones sociales, de las relaciones de trabajo o de las relacio¬ 
nes políticas entre el Estado y las organizaciones sociales. 
Pero lo cierto es que esta nueva eontractualización poco tiene 
que ver con la idea moderna del contrato social. Se trata, en 
primer lugar, de una eontractualización liberal individualista, 
basada en la idea del contrato de derecho civil celebrado entre 
individuos y no en la idea de contrato social como agregación 
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colectiva de intereses sociales divergentes. El Estado, a dife¬ 
rencia de lo que ocurre con el contrato social, tiene respecto 
a estos contratos de derecho civil una intervención mínima: 
asegurar su cumplimiento durante su vigencia sin poder alte¬ 
rar las condiciones o los términos de lo acordado. En segundo 
lugar la nueva contractualización no tiene, a diferencia del 
contrato social, estabilidad: puede ser denunciada en cual¬ 
quier momento por cualquiera de las partes. Y no se trata de 
una opción de carácter radical sino más bien de una opción 
trivial. En tercer lugar, la contractualización liberal no reco¬ 
noce el conflicto y la lucha como elementos estructurales del 
contrato. Al contrario, los sustituye por el asentimiento pasi¬ 
vo a unas condiciones supuestamente universales e Insosla¬ 
yables. Así, el llamado consenso de Washington se configura 
como un contrato social entre los países capitalistas centra¬ 
les que, sin embargo, se erige, para todas las otras sociedades 
nacionales, en un conjunto de condiciones ineludibles, que 
deben aceptarse acríticamente, salvo que se prefiera la Impla¬ 
cable exclusión. Estas condiciones ineludibles de carácter 
global sustentan los contratos individuales de derecho civil. 

Por todas estas razones, la nueva contractualización no es, 
en cuanto contractualización social, sino un falso contrato: la 
apariencia engañosa de un compromiso basado de hecho en 
unas condiciones impuestas sin discusión a la parte más 
débil, unas condiciones tan onerosas como ineludibles. Bajo 
la apariencia de contrato, la nueva contractualización propi¬ 
cia la renovada emergencia del status, es decir, de los princi¬ 
pios premodemos de ordenación jerárquica por los cuales las 
relaciones sociales quedan condicionadas por la posición en 
la jerarquía social de las partes. No se trata, sin embargo, de 
un regreso al pasado. El status se asienta hoy en día en la 
enorme desigualdad de poder económico entre las partes del 
contrato individual; nace de la capacidad que esta desigual¬ 
dad confiere a la parte más fuerte para imponer sin discusión 
las condiciones que le son más favorables. El status posmo- 
demo es el contrato leonino. 



La crisis de la contractuallzación moderna se manifiesta en 
el predomino estructural de los procesos de exclusión sobre 
los de inclusión. Estos últimos aún perviven, incluso bajo for¬ 
mas avanzadas que combinan virtuosamente los valores de la 
modernidad, pero se van confinando a unos grupos cada vez 
más restringidos que imponen a grupos muchos más amplios 
formas abismales de exclusión. El predominio de los procesos 
de exclusión se presenta bajo dos formas en apariencia 
opuestas: el post-contractualismo y el pre-contractualismo. 
El post-contractualismo es el proceso mediante el cual grupos 
e intereses sociales hasta ahora incluidos en el contrato social 
quedan excluidos del mismo, sin perspectivas de poder regre¬ 
sar a su seno. Los derechos de ciudadanía, antes considera¬ 
dos inalienables, son confiscados. Sin estos derechos, el 
excluido deja de ser un ciudadano para convertirse en una 
suerte de siervo. El pre-contractualismo consiste, por su 
parte, en impedir el acceso a la ciudadanía a grupos sociales 
anteriormente considerados candidatos a la ciudadanía y que 
tenían expectativas fundadas de poder acceder a ella. 

La diferencia estructural entre el post-contractualismo y el 
pre-contractualismo es clara. También son distintos los pro¬ 
cesos políticos que uno y otro promueven, aunque suelan 
confundirse, tanto en el discurso político dominante como en 
las experiencias y percepciones personales de los grupos per¬ 
judicados. En lo que al discurso político se refiere, a menudo 
se presenta como post-contractualismo lo que no es sino pre- 
contractualismo. Se habla, por ejemplo, de pactos sociales y 
de compromisos adquiridos que ya no pueden seguir cum¬ 
pliéndose cuando en realidad nunca fueron otra cosa que 
contratos-promesa o compromisos previos que nunca llega¬ 
ron a confirmarse. Se pasa así del pre- al post-contractualis¬ 
mo sin transitar por el contractualismo. Esto es lo que ha 
ocurrido en los casi-Estados-de bienestar de muchos países 
semlperiféricos o de desarrollo intermedio. En lo que a las 
vivencias y percepciones de las personas y de los grupos 
sociales se refiere, suele ocurrir que, ante la súbita pérdida de 
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una estabilidad mínima en sus expectativas, las personas 
adviertan que hasta entonces habían sido, en definitiva, ciu¬ 
dadanos sin haber tenido conciencia de, ni haber ejercido, los 
derechos de los que eran titulares. En este caso, el pre-con- 
tractualismo se vive subjetivamente como una experiencia 
post-contractualista. 

Las exclusiones generadas por el pre- y el post-contractua- 
lismo tienen un carácter radical e ineludible, hasta el extre¬ 
mo en que los que las padecen se ven de hecho excluidos de 
la sociedad civil y expulsados al estado de naturaleza, aunque 
sigan siendo formalmente ciudadanos. En nuestra sociedad 
posmodema, el estado de naturaleza está en la ansiedad per¬ 
manente respecto al presente y al futuro, en el inminente des¬ 
gobierno de las expectativas, en el caos pérmanente en los 
actos más simples de la supervivencia o de la convivencia. 

Tanto el post-contractualismo como el pre-contractualismo 
nacen de las profundas transformaciones por las que atravie¬ 
san los tres dispositivos operativos del contrato social antes 
referidos: la socialización de la economía, la politización del 
Estado y la nacionalización de la identidad cultural. Las 
transformaciones en cada uno de estos dispositivos son dis¬ 
tintas pero todas, directa o indirectamente, vienen provoca¬ 
das por lo que podemos denominar el consenso liberal, un 
consenso en el que convergen cuatro consensos básicos. 

El primero es el consenso económico neoliberal también 
conocido como consenso de Washington [Santos, 1995: 276, 
316, 356[. Este consenso se refiere a la organización de la 
economía global (con su sistema de producción, sus merca¬ 
dos de productos y servicio y sus mercados financieros) y pro¬ 
mueve la liberalización de los mercados, la desregulación, la 
privatización, el minimalismo estatal, el control de la infla¬ 
ción, la primacía de las exportaciones, el recorte del gasto 
social, la reducción del déficit público y la concentración del 
poder mercantil en las grandes empresas multinacionales y 
del poder financiero en los grandes bancos transnacionales. 
Las grandes innovaciones institucionales del consenso econó- 
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mico neoliberal son las nuevas restricciones a la reglamenta¬ 
ción estatal, el nuevo derecho internacional de propiedad 
para los inversores extranjeros y los creadores intelectuales y 
la subordinación de los Estados a las agencias multilaterales 
(Banco Mundial, Fondo Monetario Internacional y Organi¬ 
zación Mundial del Comercio). 

El segundo consenso es el del Estado débil Ligado al ante¬ 
rior tiene, sin embargo, mayor alcance al sobrepasar el ámbito 
económico, e incluso el social. Para este consenso, el Estado 
deja de ser el espejo de la sociedad civil para convertirse en 
su opuesto. La debilidad y desorganización de la sociedad civil 
se debe al excesivo poder de un Estado que, aunque formal¬ 
mente democrático, es inherentemente opresor, ineficaz y 
predador por lo que su debilitamiento se erige en requisito 
ineludible del fortalecimiento de la sociedad civil. Este con¬ 
senso se asienta, sin embargo, sobre el siguiente dilema: sólo 
el Estado puede producir su propia debilidad por lo que es 
necesario tener un Estado fuerte capaz de producir eficiente¬ 
mente, y de asegurar con coherencia, esa su debilidad. El 
debilitamiento del Estado produce, por lo tanto, unos efectos 
perversos que cuestionan la viabilidad de las funciones del 
Estado débil: el Estado débil no puede controlar su debilidad. 

El tercer consenso es el consenso democrático liberal es 
decir, la promoción internacional de unas concepciones mini¬ 
malistas de la democracia erigidas en condición que los 
Estados deben superar para acceder a los recursos financie¬ 
ros internacionales. Parte de la premisa de que la congruen¬ 
cia entre este consenso y los anteriores ha sido reconocida 
como causa originaria de la modernidad política. Pero lo cier¬ 
to es que si la teoría democrática del siglo XIX intentó Justifi¬ 
car tanto la soberanía del poder estatal, en cuanto capacidad 
reguladora y coercitiva, como los límites del poder del Estado, 
el consenso democrático liberal descuida la soberanía del 
poder estatal, sobre todo en la periferia y semiperifería del sis¬ 
tema mundial, y percibe las funciones reguladoras del Estado 
más como incapacidades que como capacidades. 
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Por último, el consenso liberal Incluye, en consonancia con 
el modelo de desarrollo promovido por los tres anteriores con¬ 
sensos, el de la primada del derecho y de los tribunales. Ese 
modelo confiere absoluta prioridad a la propiedad privada, a 
las relaciones mercantiles y a un sector privado cuya funcio¬ 
nalidad depende de transacciones seguras y previsibles pro¬ 
tegidas contra los riesgos de incumplimientos unilaterales. 
Todo esto exige un nuevo marco jurídico y la atribución a los 
tribunales de una nueva función, mucho más relevante, como 
garantes del comercio jurídico e instancias para la resolución 
de litigios: el marco político de la contractualización social 
debe ir cediendo su sitio al marco jurídico y judicial de la con¬ 
tractualización individual. Es ésta una de las principales 
dimensiones de la actual judicialización de la política. 

El consenso liberal en sus varias vertientes incide profun¬ 
damente sobre los tres dispositivos operativos del contrato 
social. La incidencia más decisiva es la de la desocialización 
de la economía, su reducción a la instrumentalidad del mer¬ 
cado y de las transacciones: campo propicio al pre-contrac- 
tualismo y al post-contractualismo. Como se ha dicho, el tra¬ 
bajo fue, en la contractualización social de la modernidad 
capitalista, la vía de acceso a la ciudadanía, ya fuera por la 
extensión a los trabajadores de los derechos civiles y políticos, 
o por la conquista de nuevos derechos propios, o tendencial- 
mente propios, del colectivo de trabajadores, como el derecho 
al trabajo o los derechos económicos y sociales. La creciente 
erosión de estos derechos, combinada con el aumento del 
desempleo estructural lleva a los trabajadores a transitar 
desde el estatuto de ciudadanía al de lumpen-ciudadanía. 
Para la gran mayoría de los trabajadores se trata de un trán¬ 
sito, sin retomo, desde el contractualismo al post-contrac¬ 
tualismo. 

Pero, como indiqué antes, el estatuto de ciudadanía del que 
partían estos trabajadores ya era precario y estrecho de modo 
que, en muchos casos, el paso es del pre- al post-contractua- 
lismo; sólo la visión retrospectiva de las expectativas permite 
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creer que se partía del contractuallsmo. Por otro lado, en un 
contexto de mercados globales liberalizados, de generalizado 
control de la inflación, de contención del crecimiento econó¬ 
mico 2 y de unas nuevas tecnologías que generan riqueza sin 
crear puestos de trabajo, el aumento del nivel de ocupación 
de un país sólo se consigue a costa de una reducción en el 
nivel de empleo de otro país: de ahí la creciente competencia 
internacional entre trabajadores. La reducción de la compe¬ 
tencia entre trabajadores en el ámbito nacional constituyó en 
su día el gran logro del movimiento sindical. Pero quizá ese 
logro se ha convertido ahora en un obstáculo que impide a los 
sindicatos alcanzar mayor resolución en el control de la com¬ 
petencia internacional entre trabajadores. Este control exigi¬ 
ría, por un lado, la intemacionalización del movimiento sin¬ 
dica] y, por otro, la creación de autoridades políticas supra- 
nacionales capaces de imponer el cumplimento de los nuevos 
contratos sociales de alcance global. En ausencia de ambos 
extremos, la competencia internacional entre trabajadores 
seguirá aumentando, y con ella la lógica de la exclusión que 
le pertenece. En muchos países, la mayoría de los trabajado¬ 
res que se adentra por primera vez en el mercado de trabajo 
lo hace sin derechos: queda incluida siguiendo una lógica de 
la exclusión. La falta de expectativas respecto a una futura 
mejora de su situación impide a esos trabajadores conside¬ 
rarse candidatos a la ciudadanía. Muchos otros simplemente 
no consiguen entrar en el mercado de trabajo, en una impo¬ 
sibilidad que si es coyuntural y provisional para algunos 
puede ser estructural y permanente para otros. De una u otra 
forma, predomina así la lógica de la exclusión. Se trata de 
una situación pre-contractualista sin opciones de acercarse 
al contractualismo. 

Ya sea por la vía del post-contractualismo o por la del pre- 
contractualismo, la intensificación de la lógica de la exclusión 
crea nuevos estados de naturaleza: la precariedad y la servi¬ 
dumbre generadas por la ansiedad permanente del trabajador 
asalariado respecto a la cantidad y continuidad del trabajo, la 
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ansiedad de aquellos que no reúnen condiciones mínimas 
para encontrar trabajo, la ansiedad de los trabajadores autó¬ 
nomos respecto a la continuidad de un mercado que deben 
crear día tras día para asegurar sus rendimientos o la ansie¬ 
dad del trabajador ilegal que carece de cualquier derecho 
social. Cuando el consenso neoliberal habla de estabilidad se 
refiere a la estabilidad en las expectativas de los mercados y 
de las inversiones, nunca a la de las expectativas de las per¬ 
sonas. De hecho, la estabilidad de los primeros sólo se consi¬ 
gue a costa de la inestabilidad de las segundas. 

Por todas estas razones, el trabajo sustenta cada vez menos 
la ciudadanía y ésta cada vez menos al trabajo. Al perder su 
estatuto político de producto y productor de ciudadanía, el 
trabajo, tanto si se tiene como cuando falta, se reduce a labo¬ 
riosidad de la existencia. De ahí que el trabajo, aunque domi¬ 
ne cada vez más las vidas de las personas, esté desapare¬ 
ciendo de las referencias éticas sobre las que se asientan la 
autonomía y la auto-estima de los individuos. 

En términos sociales el efecto acumulado del pre- y del 
post-contractualismo es la emergencia de una clase de exclui¬ 
dos constituida por grupos sociales en movilidad descenden¬ 
te estructural (trabajadores no cualificados, desempleados, 
trabajadores inmigrantes, minorías étnicas) y por grupos 
sociales para los que el trabajo dejó de ser, o nunca fue, un 
horizonte realista (desempleados de larga duración, jóvenes 
con difícil inserción en el mercado laboral, minusválidos, 
masas de campesinos pobres de América latina, África y 
Asia). Esta clase de excluidos -mayor o menor según sea la 
posición, periférica o central, de cada sociedad en el sistema 
mundial- asume en los países centrales la forma del tercer 
mundo interior, el llamado tercio inferior de la sociedad de los 
dos tercios. Europa tiene 18 millones de desempleados, 52 
millones de personas viviendo por debajo del umbral de la 
pobreza y un 10% de su población tiene alguna minusvalía 
física o mental que dificulta su integración social. En los 
Estados Unidos, William Julius Wilson ha propuesto la tesis 
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de la underclass para referirse a los negros de los ghettos 
urbanos afectados por el declive Industrial y por la desertiza- 
clón económica de las tnnerclties [Wllson, 1987]. Wllson defi¬ 
ne la underclass en función de seis características: residencia 
en espacios soclalmente aislados de las otras clases; escasez 
de puestos de trabajo de larga duración; familias monoparen- 
tales encabezadas por mujeres; escasas calificación y forma¬ 
ción profesionales; prolongados periodos de pobreza y de 
dependencia de la asistencia social y, por último, tendencia a 
Involucrarse en actividades delictivas del tipo Street crime. 
Esta clase aumentó significativamente entre los años setenta 
y ochenta y se rejuveneció trágicamente. La proporción de 
pobres menores de 18 años era en 1970 del 15%. en 1987 
había subido al 20%, con un incremento especialmente dra¬ 
mático de la pobreza Infantil. El carácter estructural de la 
exclusión y. por lo tanto, de los obstáculos a la inclusión a los 
que se enfrenta esta clase queda de manifiesto en el hecho de 
que, a pesar de que los negros estadounidenses han mejo¬ 
rado notablemente su nivel educativo, la mejora no tes ha 
permitido optar a puestos de trabajo estables y a tiempo com¬ 
pleto. Según Lash y Urry esto se debe, fundamentalmente, a 
tres razones: la calda del empleo industrial en el conjunto de 
la economía; la fuga del remanente de empleo desde los cen¬ 
tros a las periferias de las ciudades y la redistribución del 
empleo entre distintos tipos de áreas metropolitanas [Lash y 
Urry, 1996: 151]. 

Por lo que a la periferia y semlperlferia del sistema mundial 
se refiere, la clase de los excluidos abarca a más de la mitad 
de la población de los países y los factores de exclusión resul¬ 
tan aún más contundentes en su eficacia desocializadora. 

El crecimiento estructural de la exclusión social, por la vía 
ya sea del pre-contractualismo o del post-contractualismo, y 
la consiguiente extensión de unos estados de naturaleza -que 
no dan cabida a las opciones, individuales o colectivas, de 
salida-, implican una crisis de tipo paradigmático, un cambio 
de época, que algunos autores han denominado desmodemi- 
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zación o contra-modernización. Se trata, por lo tanto, de una 
situación de mucho riesgo. La cuestión que cabe plantearse 
es si, a pesar de todo, contiene oportunidades para sustituir 
virtuosamente el viejo contrato social de la modernidad por 
otro capaz de contrarrestar la proliferación de la lógica de la 
exclusión. 

La emergencia del fascismo societal 

Analicemos primero los riesgos. A mi entender, todos pue¬ 
den resumirse en uno: la emergencia del fascismo societal. No 
se trata de un regreso al fascismo de los años treinta y cua¬ 
renta. No se trata, como entonces, de un régimen político sino 
de un régimen social y de civilización. El fascismo societal no 
sacrifica la democracia ante las exigencias del capitalismo 
sino que la fomenta hasta el punto en que ya no resulta nece¬ 
sario, ni siquiera conveniente, sacrificarla para promover el 
capitalismo. Se trata, por lo tanto, de un fascismo pluralista 
y. por ello, de una nueva forma de fascismo. Las principales 
formas de la sociabilidad fascista son las siguientes. 

La primera es el fascismo del apartheid social: la segrega¬ 
ción social de los excluidos dentro de una cartografía urbana- 
dividida en zonas salvajes y zonas civilizadas. Las primeras 
son las del estado de naturaleza hobbesiano, las segundas, 
las del contrato social. Estas últimas viven bajo la amenaza 
constante de las zonas salvajes y para defenderse se trans¬ 
forman en castillos neofeudales, en esos enclaves fortificados 
que definen las nuevas formas de segregación urbana: urba¬ 
nizaciones privadas, condominios cerrados, gated communl- 
ties. La división entre zonas salvajes y civilizadas se está con¬ 
virtiendo en un criterio general de sociabilidad, en un nuevo 
espacio-tiempo hegemónico que cruza todas las relaciones 
sociales, económicas, políticas y culturales y que se reprodu¬ 
ce en las acciones tanto estatales como no estatales. 

La segunda forma es el fascismo del Estado paralelo. Me he 
referido en otro lugar al Estado paralelo para definir aquellas 
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formas de la acción estatal que se caracterizan por su distan- 
clamlento del derecho positivo . 3 Pero en tiempos de fascismo 
societal el Estado paralelo adquiere una dimensión añadida: 
lá de la doble vara en la medición de la acción, una para las 
zonas salvajes otra para las civilizadas. En estas últimas, el 
Estado actúa democráticamente, como Estado protector, por 
ineficaz o sospechoso que pueda resultar; en las salvajes 
actúa de modo fascista, como Estado predador, sin ningún 
propósito, ni siquiera aparente, de respetar el derecho. 

La tercera forma del fascismo societal es el fascismo para¬ 
estatal resultante de la usurpación, por parte de poderosos 
actores sociales, de las prerrogativas estatales de la coerción 
y de la regulación social. Usurpación, a menudo completada 
con la connivencia del Estado, que o bien neutraliza o bien 
suplanta el control social producido por el Estado. El fascis¬ 
mo para-estatal tiene dos vertientes destacadas: el fascismo 
contractual y el fascismo territorial. El contractual se da, 
como se ha dicho, cuando la disparidad de poder entre las 
partes del contrato civil es tal que la parte débil, sin alterna¬ 
tiva al contrato, acepta, por onerosas y despóticas que sean, 
las condiciones impuestas por la parte poderosa. El proyecto 
neoliberal de convertir el contrato de trabajo en un simple 
contrato de derecho civil genera una situación de fascismo 
contractual. Esta forma de fascismo suele seguirse también 
de los procesos de privatización de los servicios públicos, de 
la atención médica, de la seguridad social, la electricidad, etc. 
El contrato social que regía la producción de estos servicios 
públicos por el Estado de bienestar o el Estado desarrollista 
se ve reducido a un contrato individual de consumo de servi¬ 
cios privatizados. De este modo, aspectos decisivos en la pro¬ 
ducción de servicios salen del ámbito contractual para con¬ 
vertirse en elementos extra-contractuales, es decir, surge un 
poder regulatorio no sometido al control democrático. La con¬ 
nivencia entre el Estado democrático y el fascismo para-esta¬ 
tal queda, en estos casos, especialmente patente. Con estas 
incidencias extra-contractuales, el fascismo para-estatal 
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ejerce funciones de regulación social anteriormente asumidas 
por un Estado que ahora, implícita o explícitamente, las sub¬ 
contrata a agentes para-estatales. Esta cesión se realiza sin 
que medie la participación o el control de los ciudadanos, de 
ahí que el Estado se convierta en cómplice de la producción 
social de fascismo para-estatal. 

La segunda vertiente del fascismo para-estatal es el fascismo 
territorial, es decir, cuando los actores sociales provistos de 
gran capital patrimonial sustraen al Estado el control del 
territorio en el que actúan o neutralizan ese control, cooptan¬ 
do u ocupando las Instituciones estatales para ejercer la 
regulación social sobre los habitantes del territorio sin que 
éstos participen y en contra de sus Intereses. Se trata de unos 
territorios coloniales privados situados casi siempre en 
Estados post-colonlales. 

La cuarta forma de fascismo societal es el fascismo populis¬ 
ta. Consiste en la democratización de aquello que en la socie¬ 
dad capitalista no puede ser democratizado (por ejemplo, la 
trasparencia política de la relación entre representantes y 
representados o los consumos básicos). Se crean dispositivos 
de identificación inmediata con unas formas de consumo y 
unos estilos de vida que están fuera del alcance de la mayo¬ 
ría de la población. La eficacia simbólica de esta identificación 
reside en que convierte la inter-objetualidad en espejismo de 
la representación democrática y la interpasividad en única 
fórmula de participación democrática. 

La quinta forma de fascismo societal es el fascismo de la 
inseguridad. Se trata de la manipulación discrecional de la 
Inseguridad de las personas y de los grupos sociales debilita¬ 
dos por la precariedad del trabajo o por accidentes y aconte¬ 
cimientos desestabllizadores. Estos accidentes y aconteci¬ 
mientos generan unos niveles de ansiedad y de incertidumbre 
respecto al presente y al futuro tan elevados que acaban reba¬ 
jando el horizonte de expectativas y creando la disponibilidad 
a soportar grandes costes financieros para conseguir reduc¬ 
ciones mínimas de los riesgos y de la inseguridad. En los 
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dominios de este fascismo, el lebensraum de los nuevos füh- 
rers es la intimidad de las personas y su ansiedad e inseguri¬ 
dad respecto a su presente y a su futuro. Este fascismo fun¬ 
ciona poniendo en marcha un dos tipos de ilusiones: ilusio¬ 
nes retrospectivas e ilusiones prospectivas. Este fenómeno 
resulta hoy en dia especialmente visible en el ámbito de la pri¬ 
vatización de la políticas sociales, de atención médica, de 
seguridad social, educativas y de la vivienda. Las ilusiones 
retrospectivas avivan la memoria de la inseguridad y de la 
ineficacia de los servicios estatales encargados de realizar 
esas políticas. Esto resulta sencillo en muchos países pero lo 
cierto es que la producción de esta ilusión sólo se consigue 
mediante viciadas comparaciones entre condiciones reales y 
criterios ideales de evaluación de esos servicios. Las ilusiones 
prospectivas intentan, por su parte, crear unos horizontes de 
seguridad supuestamente generados desde el sector privado 
y sobrevalorados por la ocultación de determinados riesgos 
así como de las condiciones en que se presta la seguridad. 
Estas ilusiones prospectivas proliferan hoy en día sobre todo 
en los seguros médicos y en los fondos privados de pensiones. 

La sexta forma es el fascismo financiero. Se trata quizás de 
la más virulenta de las sociabilidades fascistas, de ahí que 
merezca un análisis más detallado. Se trata del fascismo 
imperante en los mercados financieros de valores y divisas, en 
la especulación financiera, lo que se ha venido a llamar 'eco¬ 
nomía de casino'. Esta forma de fascismo societal es la más 
pluralista: los movimientos financieros son el resultado de las 
decisiones de unos inversores individuales e institucionales 
esparcidos por el mundo entero y que, de hecho, no compar¬ 
ten otra cosa que el deseo de rentabilizar sus activos. Es el 
fascismo más pluralista y, por ello, el más virulento ya que su 
espacio-tiempo es el más refractario a cualquier intervención 
democrática. Resulta esclarecedora, en este sentido, la 
repuesta de un broker cuando se le preguntó qué era para él 
el largo plazo: "son los próximos diez minutos". Este espacio- 
tiempo virtualmente instantáneo y global, combinado con el 
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afán de lucro que lo Impulsa, confiere un Inmenso y práctica¬ 
mente incontrolable poder discrecional al capital financiero: 
puede sacudir en pocos segundos la economía real o la esta¬ 
bilidad política de cualquier país. No olvidemos que de cada 
cien dólares que circulan cada día por el mundo sólo dos per¬ 
tenecen a la economía real. Los mercados financieros son una 
de las zonas salvajes del sistema mundial, quizá la más sal¬ 
vaje. La discrecionalídad en el ejercicio del poder financiero es 
absoluta y las consecuencias para sus víctimas -a veces, pue¬ 
blos enteros- pueden ser devastadoras. 

La virulencia del fascismo financiero reside en que, al ser el 
más internacional de todos los fascismos societales, está sir¬ 
viendo de modelo y de criterio operacional para las nuevas 
instituciones de la regulación global. Unas instituciones cada 
vez más importantes, aunque poco conocidas por el público. 
Me referiré aquí a dos de ellas. En primer lugar, el Acuerdo 
Multilateral de Inversiones (AMI): un acuerdo en fase de nego¬ 
ciación entre los países de la OCDE promovido sobre todo por 
los Estados Unidos y la Unión Europea. Se pretende que los 
países centrales lo aprueben primero para luego imponerlo a 
los periféricos y semiperiféricos. Según los términos de ese 
acuerdo, los países deberán conceder idéntico trato a los 
Inversores extranjeros y a los nacionales, prohibiéndose tanto 
los obstáculos específicos a las inversiones extranjeras como 
los incentivos o subvenciones al capital nacional. Esto signi¬ 
fica acabar con la idea de desarrollo nacional e intensificar la 
competencia internacional, no ya sólo entre trabajadores sino 
también entre países. Quedarían prohibidas tanto las medi¬ 
das estatales destinadas a perseguir a las empresas multina¬ 
cionales por prácticas comerciales ilegales, como las estrate¬ 
gias nacionales que pretendan restringir la fuga de capitales 
hacia zonas con menores costes laborales. El capital podría 
así hacer líbre uso de la amenaza de fuga para deshacer la 
resistencia obrera y sindical. 

El propósito del AMI de confiscar la deliberación democrá¬ 
tica resulta especialmente evidente en dos instancias. En pri- 
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mer lugar, en el silencio con el que, durante un periodo, se 
negoció el acuerdo -los agentes involucrados cuidaron el 
secreto del acuerdo como si de un secreto nuclear se tratara. 
En segundo lugar, los mecanismos que se están perfilando 
para imponer el respeto al acuerdo: cualquier empresa que 
tenga alguna objeción respecto a cualquier norma o ley de la 
ciudad o Estado en los que esté implantada podrá presentar 
una queja ante un panel internacional de la AMI, panel que 
podrá imponer la anulación de la norma en cuestión. 
Curiosamente, las ciudades y los Estados no gozarán del 
derecho recíproco a demandar a las empresas. El carácter 
fascista del AMI reside en que se configura como una 
Constitución para los inversores: sólo protege sus intereses 
ignorando completamente la idea de que la inversión es una 
relación social por la que circulan otros muchos intereses 
sociales. El que fuera director general de la Organización 
Mundial del Comercio, Renatto Ruggiero, calificó como sigue 
el alcance de las negociaciones: "Estamos escribiendo la cons¬ 
titución de una única economía global" [The Nation, enero 
13/20, 1997, p.6]. 

Una segunda forma de fascismo financiero -igualmente 
pluralista, global y secreto- es el que se sigue de las califica¬ 
ciones otorgadas por las empresas de rating, es decir, las 
empresas intemacionalmente reconocidas para evaluar la 
situación financiera de los Estados y los riesgos y oportuni¬ 
dades que ofrecen a los inversores internacionales. Las califi¬ 
caciones atribuidas -desde la AAA a la D- pueden determinar 
las condiciones en que un país accede al crédito internacio¬ 
nal. Cuanto más alta sea la calificación, mejores serán las 
condiciones. Estas empresas tienen un poder extraordinario. 
Según Tilomas Friedman. "el mundo de la post-guerra fría 
tiene dos superpotencias, los Estados Unidos y la agencia 
Moody's" -una de las seis agencias de rating, adscrita a la 
Securities and Exchange Commission. las otras son: 
Standard and Poor's, Fitch lnvestors Services, Duff and 
Phelps, Thomas Bank Watch, IBCA-y añade "si los Estados 
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Unidos pueden aniquilar a un enemigo usando su arsenal 
militar, la agencia de calificación financiera Moodys puede 
estrangular financieramente un país, otorgándole una mala 
calificación" [Warde, 1997: 10-1]. De hecho, con los deudores 
públicos y privados enzarzados en una salvaje lucha mundial 
para atraer capitales, una mala calificación puede provocar, 
por la consiguiente desconfianza de los acreedores, el estran- 
gulamiento financiero de un país. Por otro lado, los criterios 
usados por estas agencias son en gran medida arbitrarios, 
apuntalan las desigualdades en el sistema mundial y generan 
efectos perversos: el mero rumor de una inminente descalifi¬ 
cación puede provocar una enorme convulsión en el mercado 
de valores del país afectado (así ocurrió en Argentina o Israel). 
De hecho, el poder discrecional de estas empresas es tanto 
mayor en la medida en que pueden atribuir calificaciones no 
solicitadas por los países. 

Los agentes de este fascismo financiero, en sus varios ámbi¬ 
tos y formas, son unas empresas privadas cuyas acciones vie¬ 
nen legitimadas por las instituciones financieras internacio¬ 
nales y por los Estados hegemónicos. Se configura así un 
fenómeno híbrido, para-estatal y supra-estatal, con un gran 
potencial destructivo: puede expulsar al estado natural de la 
exclusión a países enteros. 

Sociabilidades alternativas 

Los riesgos subsiguientes a la erosión del contrato social 
son demasiado graves para permanecer cruzados de brazos. 
Deben encontrarse alternativas de sociabilidad que neutrali¬ 
cen y prevengan esos riesgos y desbrocen el camino a nuevas 
posibilidades democráticas. La tarea no es fácil: la desregula¬ 
ción social generada por la crisis del contrato social es tan 
profunda que desregulariza incluso la resistencia a los facto¬ 
res de crisis o la reivindicación emancipadora que habría de 
conferir sentido a la resistencia. Ya no resulta sencillo saber 
con claridad y convicción en nombre de qué y de quién resis- 
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tir, Incluso suponiendo que se conozca aquello contra lo que 
se resiste, lo que tampoco resulta fácil. 

De ahí que deban definirse del modo más amplio posible los 
términos de una reivindicación cosmopolita capaz de romper 
el círculo vicioso del pre-contractualismo y del post-contrac- 
tualismo. Esta reivindicación debe reclamar, en términos 
genéricos, la reconstrucción y reinvención de un espacio- 
tiempo que permita y promueva la deliberación democrática. 
Empezaré identificando brevemente los principios que deben 
inspirar esa reinvención para luego esbozar algunas propues¬ 
tas puntuales. 

El primer principio es que no basta con elaborar alternati¬ 
vas. El pensamiento moderno en tomo a las alternativas ha 
demostrado ser extremadamente propenso a la inanición, ya 
sea por articular alternativas irrealistas que caen en descré¬ 
dito por utópicas, ya sea porque las alternativas son realistas 
y, por ello, susceptibles de ser cooptadas por aquellos cuyos 
intereses podrían verse negativamente afectados por las mis¬ 
mas. Necesitamos por lo tanto un pensamiento alternativo 
sobre las alternativas. He propuesto en otro lugar una episte¬ 
mología que, a diferencia de la moderna cuya trayectoria 
parte de un punto de ignorancia, que denomino caos, para 
'•legar a otro de saber, que denomino orden (conocimiento- 
:omo-regulación), tenga por punto de ignorancia el colonia- 
ísmo y como punto de llegada la solidaridad (conocimiento- 
como-emancipación) [Santos, 1995: 25], 

El paso desde un conocimiento-como-regulación a un cono- 
cimiento-como-emancipación no es sólo de orden epistemoló¬ 
gico, sino que implica un tránsito desde el conocimiento a la 
acción. De esta consideración extraigo el segundo principio 
director de la reinvención de la deliberación democrática. Si 
las ciencias han venido esforzándonse para distinguir la 
estructura de la acción propongo que centremos nuestra 
atención en la distinción entre acción conformista y acción 
rebelde, esa acción que, siguiendo a Epicuro y Lucrecio deno¬ 
mino acción-con-clinamen. 4 Si la acción conformista es la 


29 



acción que reduce el realismo a lo existente, la idea de acción 
rebelde se inspira en el concepto de clinamen de Epicuro y 
Lucrecio. Clinamen es la capacidad de desvío atribuida por 
Epicuro a los átomos de Demócrito: un quantum inexplicable 
que perturba las relaciones de causa-efecto. El clinamen con¬ 
fiere a los átomos creatividad y movimiento espontáneo. El 
conocimiento-como-emancipación es un conocimiento que se 
traduce en acciones-con-clinamen. 

En un periodo de escalas en turbulencia no basta con pen¬ 
sar la turbulencia de escalas, es necesario que el pensamiento 
que las piensa sea él mismo turbulento. La acción-con-clína- 
men es la acción turbulenta de un pensamiento en turbulen¬ 
cia. Debido a su carácter imprevisible y poco organizado este 
pensamiento puede redistribuir socialmente la ansiedad y la 
inseguridad, creando así las condiciones para que la ansiedad 
de los excluidos se convierta en motivo de ansiedad de los 
incluidos hasta conseguir hacer socialmente patente que la 
reducción de la ansiedad de unos no se consigue sin reducir 
la ansiedad de los otros. Si es cierto que cada sistema es tan 
fuerte como fuerte sea su elemento más débil, considero que 
en las condiciones actuales el elemento más débil del sistema 
de exclusión reside precisamente en su capacidad para impo¬ 
ner de un modo tan unilateral e impune la ansiedad y la inse¬ 
guridad a grandes masas de la población. Cuando los Estados 
hegemónicos y las instituciones financieras multilaterales 
hablan de la ingobemabilidad como uno de los problemas 
más destacados de nuestras sociedades, están expresando, 
en definitiva, la ansiedad e inseguridad que les produce la 
posibilidad de que la ansiedad y la inseguridad sean redistri¬ 
buidas por los excluidos entre los Incluidos. 

Por último, el tercer principio: puesto que el fascismo socie- 
tal se alimenta básicamente de la promoción de espacios- 
tiempo que impiden, trivializan o restringen los procesos de 
deliberación democrática, la exigencia cosmopolita debe tener 
como componente central la reinvención de espacios-tiempo 
que promuevan la deliberación democrática. Estamos asis- 
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tiendo, en todas las sociedades y culturas, no sólo a la com¬ 
presión del espacio-tiempo sino a su segmentación. La divi¬ 
sión entre zonas salvajes y zonas civilizadas demuestra que la 
segmentación del espacio-tiempo es la condición previa su 
compresión. Por otro lado, si la temporalidad de la moderni¬ 
dad logra combinar de modo complejo la flecha del tiempo con 
la espiral del tiempo, las recientes transformaciones del espa¬ 
cio-tiempo están desestructurando esa combinación. Si eñ las 
zonas civilizadas, donde se intensifica la inclusión de los 
incluidos, la flecha del tiempo se dispara impulsada por el 
vértigo de un progreso sin precedente, en las zonas salvajes 
de los excluidos sin esperanza la espiral del tiempo se com¬ 
prime hasta transformarse en un tiempo circular en el que la 
supervivencia no tiene otro horizonte que el de sobrevivir a su 
siempre inminente quiebra. 

Estos principios definen algunas de las dimensiones de la 
exigencia cosmopolita de reconstruir el espacio-tiempo de la 
deliberación democrática. El objetivo final es la construcción 
de un nuevo contrato social, muy distinto al de la moderni¬ 
dad. Debe ser un contrato mucho más inclusivo que abarque 
no ya sólo a los hombres y a los grupos sociales, sino también 
la naturaleza. En segundo lugar, será un contrato más con¬ 
flictivo porque la inclusión debe hacerse siguiendo criterios 
tanto de igualdad como de diferencia. En tercer lugar, aunque 
el objetivo final del contrato sea la reconstrucción del espacio- 
tiempo de la deliberación democrática, este contrato, a dife¬ 
rencia del contrato social moderno, no puede limitarse al 
espacio-tiempo nacional y estatal: debe incluir los espacios- 
tiempo local, regional y global. Por último, el nuevo contrato 
no se basa en una clara distinción entre Estado y sociedad 
civil, entre economía, política y cultura o entre público y pri¬ 
vado: la deliberación democrática, en cuanto exigencia cos¬ 
mopolita, no tiene sede ni forma institucional especificas. 

Pero el nuevo contrato social debe ante todo neutralizar la 
lógica de la exclusión impuesta por el pre-contractualismo y 
el post-contractualismo en aquellos ámbitos en los que la 
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manifestación de esa lógica resulta más virulenta. De esta 
primera fase me ocupo en lo que sigue, centrando mi atención 
en dos cuestiones: el redescubrimiento democrático del tra¬ 
bajo y el Estado como novísimo movimiento social. 

El redescubrimiento democrático del trabajo 

El redescubrimiento democrático del trabajo se erige en 
condición sine qua non de la reconstrucción de la economía 
como forma de sociabilidad democrática. La desocialización 
de la economía fue, como indiqué, el resultado de la reduc¬ 
ción del trabajo a mero factor de producción, condición desde 
la que el trabajo difícilmente consigue sustentar la ciudada¬ 
nía. De ahí la exigencia inaplazable de que la ciudadanía 
redescubra las potencialidades democráticas del trabajo. A tal 
fin deben alcanzarse las siguientes condiciones. En primer 
lugar, el trabajo debe repartirse democráticamente. Este repar¬ 
to tiene un doble sentido. Primero, visto que el trabajo huma¬ 
no no incide, como pensó la modernidad capitalista, sobre 
una naturaleza inerte sino que se confronta y compite per¬ 
manentemente con el trabajo de la naturaleza -en una com¬ 
petencia desleal cuando el trabajo humano sólo se garantiza 
a costa de la destrucción del trabajo de la naturaleza-, el tra¬ 
bajo humano debe saber compartir la actividad creadora con 
el trabajo de la naturaleza. 

El segundo reparto es el del mismo trabajo humano. La per¬ 
manente revolución tecnológica en que nos encontramos crea 
riqueza sin crear empleo. Debe, por lo tanto, redistribuirse, 
globalmente, el stock de trabajo disponible. No se trata de 
una tarea sencilla, porque si bien el trabajo, en cuanto factor 
de producción, está hoy en día globalizado, la relación sala¬ 
rial y el mercado de trabajo siguen segmentados y territoria- 
lizados. Tres iniciativas me parecen urgentes en este ámbito, 
todas de alcance global aunque con distinta incidencia sobre 
la economía mundial. Por un lado, debe repartirse el trabajo 
mediante la reducción de la jomada laboral; una iniciativa 


32 



l:V: - 


cuyo éxito dependerá de] grado de organización del movi¬ 
miento obrero. Se trata, por lo tanto, de una iniciativa con 
más posibilidades de éxito en los países centrales y semiperi- 
féricos. La segunda Iniciativa se refiere al establecimiento dé 
unas pautas mínimas en la relación salarial como condición 
previa a la libre circulación de los productos en el mercado 
mundial: fijar Intemacionalmente unos derechos laborales 
mínimos, una cláusula social incluida en los acuerdos Inter¬ 
nacionales de comercio. Esta iniciativa crearía un mínimo 
denominador común de congruencia entre ciudadanía y tra¬ 
bajo a nivel global. En las actuales condiciones post-Ronda 
Uruguay esta iniciativa debería encauzarle a través de la 
OrganizaciónMundial del Comercio. 

Las resisténcias son, sin embargo, enormes: ya sea por 
parte de las multinacionales como de los sindicatos de unos 
países periféricos y semiperiféricos que ven en esos criterios 
mínimos una nueva forma de proteccionismo en beneficio de 
los países centrales. Mientras no pueda acometerse una regu¬ 
lación global, deberán alcanzarse acuerdos regionales, incluso 
bilaterales, que establezcan redes de pautas laborales de las 
que dependan las preferencias comerciales. Para que estos 
acuerdos no generen un proteccionismo discriminatorio, la 
adopción de criterios mínimos debe completarse con otras dos 
iniciativas: la mencionada reducción de la jomada laboral y la 
flexibilización de las leyes inmigratorias con vistas a una pro¬ 
gresiva desnacionalización de la ciudadanía. Esta última ini¬ 
ciativa, la tercera, debe facilitar un reparto más equitativo del 
trabajo a nivel mundial propiciando los flujos entre zonas sal¬ 
vajes y zonas civilizadas, tanto dentro de las sociedades 
nacionales como en el sistema mundial. Hoy en día, esos flu¬ 
jos se producen, en contra de lo que sostiene el nacionalismo 
xenófobo de los países centrales, predominantemente entre 
países periféricos para los que suponen una carga insoporta¬ 
ble. Para reducir esta carga, y como exigencia cosmopolita de 
Justicia social, deben facilitarse los flujos desde la periferia al 
centro. En respuesta al apartheid social al que el pre-con- 
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tractualismo y post-contractuaUsmo condenan a los inmi¬ 
grantes, hay que desnacionalizar la ciudadanía proporcio¬ 
nando a los inmigrantes unas condiciones que simultánea¬ 
mente garanticen la igualdad y respeten la diferencia de modo 
que el reparto del trabajo se convierta, en un reparto multi¬ 
cultural de la sociabilidad. 

La segunda condición del redescubrimiento democrático del 
trabajo está en el reconocimiento del polimorfismo del trabajo. 
El puesto de trabajo estable a tiempo completo e indefinido 
fue el ideal que inspiró a todo el movimiento obrero desde el 
siglo XIX. aunque sólo llegó a existir en los países centrales y 
sólo durante el periodo del fordismo. Este tipo ideal está hoy 
en día cada vez más alejado de la realidad de las relaciones de 
trabajo ante la proliferación de las llamadas formas atipicas 
de trabajo y la fomento por el Estado de la flexibilización de la 
relación salarial. En este ámbito, la exigencia cosmopolita 
asume dos formas. Por un lado, el reconocimiento de los dis¬ 
tintos tipos de trabajo sólo es democrático en la medida en 
que crea en cada uno de esos tipos un nivel mínimo de inclu¬ 
sión. Es decir, el polimorfismo del trabajo sólo es aceptable si 
el trabajo sigue siendo un criterio de inclusión. Se sabe, sin 
embargo, que el capital global ha usado las formas atípicas de 
trabajo como un recurso encubierto para convertir al trabajo 
en un criterio de exclusión. Esto ocurre cada vez que los tra¬ 
bajadores no consiguen superar con su salario el umbral de 
la pobreza. En estos casos el reconocimiento del polimorfismo 
del trabajo, lejos de constituirse en un ejercicio democrático, 
avala un acto de fascismo contractual. La segunda forma que 
debe asumir el recorlocimiento democrático del trabajo es la 
promoción de la formación profesional, sea cual sea el tipo y 
duración del trabajo. Sin una mejora en la formación profe¬ 
sional, la flexibilización de la relación salarial no será más que 
una forma de exclusión social a través del trabajo. 

La tercera condición del redescubrimiento democrático del 
trabajo está en la separación entre el trabajo productivo y la 
economía real, por un lado, y el capitalismo financiero o econo- 
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mi a de casino, por otro. He calificado antes al fascismo finan¬ 
ciero como una de las formas más virulentas del fascismo 
societal. Su potencia] destructivo debe quedar limitado por 
una regulación internacional que le imponga un espacio- 
tiempo que permita deliberar democráticamente sobre las 
condiciones que eviten a los países periféricos y semiperiféri- 
cos entrar en una desenfrenada competencia intehiacional 
por los capitales y el crédito y convertirse por ello en agentes 
de la competencia internacional entre trabajadores. Esta 
regulación del capital financiero es tan difícil como urgente. 
Entre las medidas más urgentes destaco las siguientes. 

En primer lugar, la adopción de la tasa Tobin: el impuesto 
global, propuesto por el Premio Nobel de Economía James 
Tobin, que, con una tasa del 0,5%, grave todas las transac¬ 
ciones en los mercados de divisas. Difundida en 1972 en el 
contexto que provocó el colapso del sistema de Bretton 
Woods, esta idea fue calificada entonces de idealista o irrea- 
llsta. La propuesta ha ido, sin embargo, sumando -como 
otras semejantes- seguidores ante la creciente inestabilidad 
de los mercados financieros y el potencial destructivo y deses¬ 
tabilizador que para las economías y las sociedades naciona¬ 
les representan tanto el crecimiento exponencial de las tran¬ 
sacciones como la especulación contra las monedas. Si a 
principios de los años setenta las transacciones diarias en los 
mercados de cambio alcanzaban 18 millones de dólares, hoy 
en día superan 1 trillón 500 millones de dólares. Un mercado 
de estas dimensiones se encuentra completamente a merced 
de la especulación y de la desetabilización. Basta recordar la 
jugada que en 1992 le permitió a George Soros 5 ganar un 
millón de dólares en un sólo dia especulando contra la libra 
esterlina; su acción provocó la devaluación de la libra y la 
consiguiente disolución del sistema europeo de tipos de cam¬ 
bio fijos. La tasa Tobin pretende, en definitiva, desacelerar el 
espacio-tiempo de las transacciones de cambio sometiéndolo 
marginalmente a un espacio-tiempo estatal desde el que los 
Estados puedan recobrar un margen de regulación macro- 
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económica y defenderse de las especulaciones dirigidas con¬ 
tra sus monedas. Se trata, en la conocida metáfora de Tobin, 
de echar algo de arena en los engrasados mecanismos del 
mercado financiero global (Tobin, 1982: 493], Según Tobin, 
los ingresos generados por esta tasa, recaudados por los 
Estados, se destinarían a un fondo único -que según Tobin 
podrían controlar o el Banco Mundial o el FMI- desde donde 
serían redistribuidos. El 85% de lo recaudado iría a los países 
centrales -para que lo destinen a los organismos dedicados a 
las operaciones de paz, la lucha contra la pobreza, la protec¬ 
ción del medio ambiente, etc.-y el 15% restante a las países 
en desarrollo para que lo usen en beneficio propio. 

Aunque la propuesta busque ante todo controlar los mer¬ 
cados, el eventual destino de los ingresos generados por esa 
tasa ha pasado a ser objeto de creciente atención y debate. 
Ocurre que, incluso con una tasa muy baja, el potencial 
recaudador es'enorme: una tasa de tan sólo 0,1% sobre el 
-volumen actual de las transacciones de cambio generaría una 
suma de 250 billones de dólares, es decir 25 veces los gastos 
de todo el sistema de las Naciones Unidas en 1995. 

Una segunda medida que "civilice" los mercados financieros 
debe ser la condonación de la deuda externa de los 50 países 
más pobres. Una medida especialmente urgente en África, 
doiíde sólo el pago del servicio de la deuda supone una devas¬ 
tadora sangría sobre los escasos recursos de los países más 
pobres que, a menudo, se ven obligados a contraer nuevos 
préstamos para saldar los antiguos. Sin aliviar un poco la 
pobreza no puede redescubrirse la capacidad inclusiva del 
trabajo. Lo cierto y paradójico es, sin embargo, que desde 
1993 las transferencias en concepto de pago por la deuda de 
los países en desarrollo hacia los países del G7 superan las 
transferencias de estos hacia aquellos. Los Estados Unidos, 
Gran Bretaña y Canadá ya se encontraban en esta situación 
en 1988; en 1994, sólo Japón e Italia registraron una trans¬ 
ferencia liquida positiva. La deuda de los países pobres ha 
acelerado el agotamiento de los recursos naturales, la desin- 
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versión en programas sociales y de desarrollo económico 
(infraestructuras, formación del capital humano, compra de 
tecnología, etc.) al destinarse todos los recursos financieros al 
pago del principal y de los intereses de la deuda y a la reduc¬ 
ción de la inversión, tanto interna como extema. 

El reconocimiento de que existe una "crisis de la deuda" y, 
sobre todo, de que esa crisis también se extiende a la deuda 
pendiente ante las organizaciones multilaterales, parece 
haber calado finalmente en instituciones como el Banco 
Mundial y el FM1. Estas organizaciones elaboraron en 1996 
una propuesta de reducción de la deuda de los países pobres 
más endeudados (Highly Indebted Poor Countries -HIPC- 
Iniciative). Sin embargo, la propuesta ha merecido duras crí¬ 
ticas de las ONGs: subestima el problema al excluir a nume¬ 
rosos países; plantea un calendario demasiado largo (6 años); 
los montantes de la reducción son insuficientes; condiciona la 
reducción a la adopción por los países afectados de medidas 
de ajuste estructural de cuya eficacia duda incluso el Banco 
Mundial; hace recaer en exceso el peso de la propuesta en los 
países acreedores e insuficientemente sobre las organizacio¬ 
nes multilaterales, (el FMI no aportaría fondos); por último, el 
FMI podría aprovecharla para consolidar su posición acree¬ 
dora, aumentado incluso el montante de la deuda de estos 
países con la institución. 6 

Por último, la cuarta condición del redescubrimiento demo¬ 
crático del trabajo está en la reinvención del movimiento sindi¬ 
cal. A pesar de las aspiraciones del movimiento obrero del 
siglo XIX, fueron los capitalistas del mundo entero los que se 
unieron, no los trabajadores. De hecho, a medida que el capi¬ 
tal se fue globallzando, el proletariado se localizó y segmentó. 
El movimiento sindical deberá reestructurarse profundamen¬ 
te para poder actuar en los ámbitos local y transnacional, y 
hacerlo al menos con la misma eficacia con la que en el pasa¬ 
do supo actuar en el ámbito nacional. Desde la potenciación 
de los comités de empresa y de las delegaciones sindicales 
hasta la transnacionalización del movimiento sindical, el pro- 
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ceso de destrucción y reconstrucción institucional se antoja 
necesario y urgente. 

El movimiento sindical debe asimismo revalorizar y rein- 
ventar la tradición de solidaridad y reconstruir sus políticas 
de antagonismo social. Debe diseñar un nuevo abanico, más 
amplio y audaz, de solidaridad que responda a las nuevas 
condiciones de exclusión social y a las nuevas formas de 
opresión en las relaciones dentro de la producción, ampliando 
de este modo el ámbito convencional de las reivindicaciones 
sindicales, es decir, las relaciones de producción. Por otro 
lado, deben reconstruirse las políticas de antagonismo social 
de modo a asumir una nueva función en la sociedad: un sin¬ 
dicalismo más político, menos sectorial y más solidario; un 
sindicalismo con un proyecto integral de alternativa de civili¬ 
zación, en el que todo esté relacionado: trabajo y medio 
ambiente, trabajo y sistema educativo, trabajo y feminismo, 
trabajo y necesidades sociales y culturales de orden colectivo, 
trabajo y Estado de bienestar, trabajo y tercera edad, etc. En 
suma, su acción reivindicativa debe considerar todo aquello 
que afecte a la vida de los trabajadores y de los ciudadanos 
en general. 

El sindicalismo fue en el pasado antes un movimiento que 
una institución, es ahora más una institución que un movi¬ 
miento. En el periodo de reconstitución institucional en cier¬ 
nes, el sindicalismo podría quedar desahuciado si no consi¬ 
gue reforzarse como movimiento. La concertación social debe 
ser, en este sentido, un escenario de discusión y de lucha por 
la calidad y la dignidad de la vida. 

El Eslado como novísimo movimiento sociaL 

El segundo gran momento de la exigencia cosmopolita de 
un nuevo contrato social está en la transformación del Estado 
nacional en un “novísimo movimiento social”. Esta expresión 
puede causar extrañeza. Pretendo con la misma señalar que 
el proceso de descentrado al que, debido ante todo al declive 
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de su poder regulador, está sometido el Estado nacional con¬ 
vierte en obsoletas las teorías del Estado hasta ahora impe¬ 
rantes, tanto las de raigambre liberal como las de origen mar- 
xista. La despolitización del Estado y la desestatallzación de 
la regulación social inducidas por la erosión del contrato 
social indican que bajo la denominación "Estado" está emer¬ 
giendo una nueva forma de organización política más amplia 
que el Estado: un conjunto híbrido de flujos, organizaciones 
y redes en las que se combinan y solapan elementos estata¬ 
les y no estatales, nacionales y globales. El Estado es el arti- 
culador de este conjunto. 

La relativa miniaturización o municipalización del Estado 
dentro de esta nueva organización política ha venido inter¬ 
pretándose como un fenómeno de erosión de la soberanía y de 
las capacidades normativas del Estado. Pero lo que de hecho 
está ocurriendo es una transformación de la soberanía y de la 
regulación: éstas pasan a ejercerse en red dentro de un ámbito 
político mucho más amplío y conflictivo en el que los bienes 
públicos hasta ahora producidos por el Estado (legitimidad, 
bienestar económico y social, seguridad e identidad cultural) 
son objeto de luchas y negociaciones permanentes que el 
Estado coordina desde distintos niveles de superordenamiento. 
Esta nueva organización política, este conjunto heterogéneo 
de organizaciones y flujos, no tiene centro: la coordinación del 
Estado funciona como imaginación del centro. 

Esto significa que la mencionada despolitización del Estado 
sólo se da en el marco de la forma tradicional del Estado. En 
la nueva organización política, el Estado se encuentra, por el 
contrario, en el punto de partida de su repolitización como 
elemento de coordinación. En este nuevo marco, el Estado es 
ante todo una relación política parcial y fracturada, abierta a 
la competencia entre los agentes de la subcontratación política 
y por la que transitan concepciones alternativas del bien 
común y de los bienes públicos. Antes que una materialidad 
institucional y burocrática, el Estado está llamado a ser el 
terreno de una lucha política mucho menos codificada y 
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reglada que la lucha política convencional. Y es en este nuevo 
marco donde las distintas formas de fascismo societal buscan 
articulaciones para amplificar y consolidar sus regulaciones 
despóticas, convirtiendo al Estado en componente de su espa¬ 
cio privado. Y será también en este marco donde las fuerzas 
democráticas deberán luchar por la democracia redistributiva 
y convertir al Estado en componente del espacio público no 
estatal. Esta última transformación del Estado es la que 
denomino Estallo como novísimo movimiento sociaL 

Las principales características de esta transformación son 
las siguientes: compete al Estado, en esta emergente organi¬ 
zación política, coordinar los distintos intereses, flujos y orga¬ 
nizaciones nacidos de la desestatilización de la regulación 
social. La lucha democrática se convierte así, ante todo, en 
una lucha por la democratización de las funciones de coordi¬ 
nación. Si en el pasado se buscó democratizar el monopolio 
regulador del Estado ahora se debe, ante todo, democratizar 
la desaparición de ese monopolio. Esta lucha tiene varias 
facetas. Las funciones de coordinación deben tratar sobre 
todo con intereses divergentes e incluso contradictorios. Si el 
Estado moderno asumió como propia y, por tanto, como inte¬ 
rés general una determinada versión o composición de esos 
intereses, ahora el Estado se limita a coordinar los distintos 
intereses, unos intereses que no son sólo nacionales sino 
también globales o transnacionales. Esto significa que, en 
contra de lo que pueda parecer, el Estado está más directa¬ 
mente comprometido con los criterios de redistribución y por 
tanto con los criterios de inclusión y exclusión. De ahi que la 
tensión entre democracia y capitalismo, de urgente recons¬ 
trucción, sólo pueda reconstruirse si la democracia se concibe 
como democracia redistributiva. 

En un espacio público en el que el Estado convive con inte¬ 
reses y organizaciones no estatales cuyas actuaciones coor¬ 
dina, la democracia redistributiva no puede quedar confinada 
dentro de una democracia representativa concebida para la 
acción política en el marco del Estado. De hecho, aquí radica 
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la causa de la misteriosa desaparición de la tensión entre 
democracia y capitalismo en nuestros dias: con la nueva 
constelación política, la democracia representativa perdió las 
escasas capacidades distributivas que pudo llegar a tener. En 
las actuales condiciones, la democracia redistributiva debe 
ser una democracia participativa y la participación democrá¬ 
tica debe incidir tanto en la acción de coordinación del Estado 
como en la actuación de los agentes privados (empresas, 
organizaciones no gubernamentales y movimientos sociales) 
cuyos intereses y prestaciones coordina el Estado. En otras 
palabras: no tiene sentido democratizar el Estado si no se 
democratiza la esfera no estatal. Sólo la convergencia entre 
estos dos procesos de democratización permite reconstruir el 
espacio público de la deliberación democrática. 

Ya se conocen distintas experiencias de redistribución 
democrática de los recursos a través de mecanismos de 
democracia participativa o de combinaciones de democracia 
participativa y democracia representativa. En Brasil, por 
ejemplo, destacan las experiencias de elaboración participativa 
de los presupuestos en los municipios gestionados por el 
Partido de los Trabajadores -especialmente exitosas en Porto 
Alegre. 7 Aunque estas experiencias sean de ámbito local nada 
indica que la elaboración participativa del presupuesto no 
pueda adoptarse por los gobiernos estatales o incluso en la 
Unión Europea. De hecho, resulta imperioso extender esta 
experiencia si se pretende erradicar la privatización patrimo- 
nialista del Estado. 

La limitación de este tipo' de experiencias está en que sólo 
tratan del uso de los recursos estatales, no de su obtención. 
A mi entender, la lógica participativa de la democracia redis¬ 
tributiva debería abarcar esta última cuestión, es decir, el sis¬ 
tema fiscal. Aquí, la democracia redistributiva debe significar 
solidaridad fiscal. La solidaridad fiscal del Estado moderno 
es, cuando existe, abstracta y, en el marco de la nueva orga¬ 
nización política y de la miniaturlzación del Estado, esa soli¬ 
daridad se hace aun más abstracta hasta resultar ininteligi- 
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ble al común de los ciudadanos. De ahí las numerosas tax 
revolts de los últimos años y el que muchas de ellas no hayan 
sido activas sino pasivas: recurrieron a la evasión fiscal. 
Propongo una modificación radical de la lógica del sistema fis¬ 
cal para adecuarlo a las nuevas condiciones de la dominación 
política. Se trata de lo que llamo la Jiscalidad participativa. 
Cuando al Estado le compete desempeñar, respecto del bie¬ 
nestar, funciones de coordinación antes que de producción 
directa, el control de la relación entre recursos obtenidos y 
uso de los mismos resulta prácticamente imposible con los 
mecanismos de la democracia representativa. De ahí la nece¬ 
sidad de añadir a la democracia representativa elementos de 
democracia participativa. El incremento relativo de la pasivi¬ 
dad del Estado resultante de la pérdida de su monopolio 
regulador debe compensarse intensificando la ciudadanía 
activa; a menos que queramos ver cómo los fascismos socie- 
tales invaden y colonizan esa pasividad. 

La fiscalidad participativa permite recuperar la "capacidad 
extractiva" del Estado y ligarla a la realización de unos obje¬ 
tivos sociales colectivamente definidos. Fijados los niveles 
generales de tributación, fijados -a nivel nacional mediante 
mecanismos que combinen democracia representativa y par¬ 
ticipativa- los objetivos financiados por el gasto público, los 
ciudadanos y las familias deben poder decidir, mediante 
refrendo, para qué y en qué proporción deben gastarse sus 
impuestos. Si algunos ciudadanos prefieren que sus impues¬ 
tos se destinen preferentemente a la atención medica, otros 
darán prioridad a la educación, otros a la seguridad social, 
etc. Aquellos ciudadanos cuyos impuestos se deduzcan en 
origen -caso, en muchos países, de los asalariados- deben 
poder indicar, en las sumas deducidas, sus preferencias entre 
los distintos sectores de actuación así como el peso relativo de 
cada inversión social. 

Tanto el presupuesto como la fiscalidad participativos son 
piezas fundamentales de lá nueva democracia redistributiva. 
Su lógica política responde a la creación de un espacio público 
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no estatal del que el Estado es el elemento determinante de 
articulación y coordinación. La creación de este espacio públi¬ 
co es, en las actuales condiciones, la única alternativa demo¬ 
crática ante la proliferación de esos espacios privados avala¬ 
dos por una acción estatal que favorece los fascismos socie- 
tales. La nueva lucha democrática es, en cuanto lucha por la 
democracia redistributiva, una lucha antifascista aunque se 
desenvuelva en un ámbito formalmente democrático. Este 
ámbito democrático, aunque formal, dispone, no obstante, de 
la materialidad de las formas, de ahí que la lucha antifascis¬ 
ta de nuestros días no tenga que asumir las formas que asu¬ 
mió en el pasado la lucha democrática contra el fascismo de 
Estado. Pero tampoco puede limitarse a las formas de lucha 
democrática consagradas por el Estado democrático surgido 
de los escombros del viejo fascismo. Nos encontramos, por lo 
tanto, ante la necesidad de crear nuevas constelaciones de 
lucha democrática que multipliquen y ahonden las delibera¬ 
ciones democráticas sobre los aspectos cada vez más diferen¬ 
ciados de la sociabilidad. En este contexto, adquiere sentido 
la definición que, en otro lugar, he hecho del socialismo como 
democracia sin fin [Santos, 1995], 

La democracia redistributiva debe ser el primer empreño en 
la conversión del Estado en novísimo movimiento social. Otro 
empeño es el que denomino el Estado experimental Cuando 
la función de regulación social del Estado atraviesa grandes 
mutaciones, la rígida materialidad institucional del Estado se 
verá progresivamente sometida a grandes vibraciones que la 
desestructurarán, desnaturalizarán y convertirán en terreno 
propicio a los efectos perversos. Además, esa materialidad se 
inserta en un espacio-tiempo nacional estatal que, como se 
ha dicho, sufre el impacto cruzado de los espacios-tiempo 
locales y globales, instantáneos y glaciales. Ante esta situa¬ 
ción resulta cada vez más evidente que la institucionalización 
del Estado-articulador aún está por inventar. De hecho, aún 
es pronto para saber si esa institucionalidad se plasmará en 
organizaciones o, por el contrario, en redes y flujos o incluso 
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en dispositivos híbridos, flexibles y reprogramables. No cabe, 
sin embargo, duda de que las luchas democráticas de los pró¬ 
ximos años serán fundamentalmente luchas por esquemas 
institucionales alternativos. 

Como las épocas de transición paradigmática se caracteri¬ 
zan por la coexistencia de las soluciones del viejo paradigma 
con las del nuevo (y éstas suelen ser tan contradictorias entre 
sí como puedan serlo respecto de las del viejo paradigma), 
entiendo que esta misma circunstancia debe convertirse en 
un principio rector de la creación institucional. Adoptar en 
esta fase decisiones institucionales irreversibles resultaría 
imprudente. El Estado debería convertirse en un terreno de 
experimentación institucional en el que coexistan y compitan 
por un tiempo distintas soluciones institucionales a modo de 
experiencias piloto sometidas al seguimiento permanente de 
los colectivos ciudadanos como paso previo a la evaluación 
comparada de las prestaciones de cada una de ellas. La pres¬ 
tación de bienes públicos, sobre todo en el ámbito social, 
podría de este modo realizarse bajo distintas formas y la 
opción entre las mismas, de tener que hacerse, sólo debería 
producirse una vez analizadas por los ciudadanos la eficacia 
y la calidad democrática de cada alternativa. 

Este nuevo Estado democrático debería basarse en dos 
principios de experimentación política. Primero: el Estado 
sólo es genuinamente experimental cuando las soluciones 
institucionales en liza gozan de idénticas condiciones para 
desarrollarse conforme a su propia lógica. Es decir, el Estado 
experimental será democrático en la medida en que dé igual¬ 
dad de oportunidades a las distintas propuestas de institu- 
cionalidad democrática. Sólo así puede la lucha democrática 
convertirse en una lucha entre alternativas democráticas. 
Sólo asi puede lucharse democráticamente contra el dogma¬ 
tismo democrático. Esta experimentación institucional dentro 
del,ámbito de la democracia generará inevitablemente inesta¬ 
bilidad e incoherencia en la acción estatal. Por otro lado, al 
amparo de esta fragmentación estatal, podrían producirse, 
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subrepticiamente, nuevas exclusiones. Se trata de un riesgo 
importante, tanto más cuando en esta nueva organización 
política sigue siendo competencia del Estado democrático 
estabilizar mínimamente las expectativas de los ciudadanos y 
crear pautas mínimas de seguridad y de inclusión que reduz¬ 
can la ansiedad de modo a permitir el ejercicio activó 1 de la 
ciudadanía. 

El Estado experimental debe, por lo tanto, asegurar no sólo 
la igualdad de oportunidades entre los distintos proyectos de 
institucionalidad democrática, sino -y se trata del segundo 
principio de la experimentación política- unas pautas míni¬ 
mas de Inclusión que hagan posible una ciudadanía activa 
capaz de controlar, acompañar y evaluar la válía de los dis¬ 
tintos proyectos. Estas pautas son necesarias para hacer de 
la Inestabilidad Institucional un ámbito de deliberación 
democrática. El nuevo Estado de bienestar debe ser un 
Estado experimental y en la experimentación continua con 
una activa participación de los ciudadanos estará la sosteni- 
bilidad del bienestar. 

El ámbito de las luchas democráticas se plantea, por lo 
tanto, en esta fase, dentro de un vasto y decisivo espacio. Sólo 
en este espacio encontrarán respuesta la fuerza y la extensión 
de los fascismos que nos amenazan. El Estado como novísi¬ 
mo movimiento social es un Estado articulador que, aunque 
haya perdido el monopolio de la gobernación, conserva el 
monopolio de la meta-gobernación, es decir, de la articulación 
en el interior de la nueva organización política. La experi¬ 
mentación externa del Estado, en las nuevas funciones de 
articulación societal, debe completarse, como vimos, con una 
experimentación interna, en su esquema institucional, que 
asegure la eficacia democrática de la articulación. Se trata, 
por todo ello, de un espacio político turbulento e inestable en 
el que los fascismos societales pueden instalarse con facilidad 
capitalizando las inseguridades y ansiedades inevitablemente 
generadas por esas inestabilidades. De ahí que el campo de la 
democracia participativa sea potencialmente vastísimo 
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debiendo ejercerse tanto en el interior del Estado, como en las 
funciones de articulación del Estado o en las organizaciones 
no estatales que tienen subcontratada la regulación societal. 
En el contexto del Estado como novísimo movimiento social, 
la democratización del Estado pasa por la democratización 
societal y, viceversa, la democratización societal por la demo¬ 
cratización del Estado. 

Pero las luchas democráticas no pueden, como se desprende 
de lo dicho, agotarse en el espacio-tiempo nacional. Muchas 
de las propuestas planteadas aquí a favor del redescubri- 
mlento democrático del trabajo exigen una coordinación 
internacional, una colaboración entre los Estados para redu¬ 
cir la competencia internacional a la que se libran y con ello 
la competencia internacional entre los trabajadores de sus 
países. Visto que el fascismo societal intenta reducir el Estado 
a un mecanismo que interiorice en el espacio-tiempo nacional 
los imperativos hegemónlcos del capital global, compete a la 
democracia redistributiva convertir al Estado nacional en ele¬ 
mento de una red internacional que disminuya o neutralice el 
impacto destructivo y excluyente de esos imperativos y que, 
en la medida de lo posible, invierta el sentido de los mismos 
en beneficio de una redistribución equitativa de la riqueza 
globalmente producida. Los Estados del Sur, sobre todo los 
grandes Estados semiperiféricos, como Brasil, la India, 
Sudáfrica, una futura China o una Rusia desmaflalizada, 
deben desempeñar en este ámbito un papel decisivo. La 
intensificación de la competencia internacional entre ellos 
seria desastrosa para la gran mayoría de sus habitantes y 
fatal para las poblaciones de los países periféricos. La lucha 
nacional por la democracia redistributiva debe, por lo tanto, 
sumarse a la lucha por un nuevo derecho internacional más 
democrático y participativo. 

El dilema neoliberal, antes mencionado, radica en que sólo 
un Estado fuerte puede organizar con eficacia su propia debi¬ 
lidad. Este dilema debe ser el punto de partida de las fuerzas 
democráticas en su empeño por consolidar el contenido 
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democrático tanto de la articulación estatal dentro de la 
nueva organización política como del espacio público no esta¬ 
tal articulado por el Estado. Pero, visto que los fascismos 
societales se legitiman o naturalizan internamente como pre- 
Contractualismos y post-contractualismos dictados por insos¬ 
layables imperativos globales o internacionales, ese enrique¬ 
cimiento democrático resultará vano mientras la articulación 
estatal se limite al espacio nacional. 

El fascismo no es una amenaza. El fascismo está entre 
nosotros. Esta imagen desestabilizadora alimenta el sentido 
radical de la exigencia cosmopolita de un nuevo contrato 
social. 


Notas 

1. Para un análisis pormenorizado de las distintas concepciones del 
contrato social véase Santos. 1995, pp. 63-71. 

2. Como señala Jean-Paul Fitoussi [Fitoussi, 1997: 102-31, el afán, pro¬ 
pio de los mercados financieros, de controlar la inflación impide la 
estabilización del crecimiento. 

3. Esta forma de Estado se traduce en la no aplicación o aplicación 
selectiva de las leyes, en la no persecución de infracciones, en los 
recortes del gasto de funcionamiento de las instituciones, etc. Una 
politica estatal que, en definitiva, se aleja de sus propias leyes e ins¬ 
tituciones: unas instituciones que pasan a actuar autónomamente 
como micro-Estados con criterios propios en la aplicación de la ley 
dentro de sus esferas de competencia [Santos, 1993, p. 31], 

4. Sobre el concepto de acción-con-cllnamen, véase Santos 11998a). 

5. George Soros, destacado especulador financiero, no deja de ser un 
personaje paradójico. Si sus actividades pueden poner en Jaque la 
economía de un país, también distribuye ayuda a través de su fun¬ 
dación (360 millones de dólares en 1996 para proyectos en los paí¬ 
ses del Este) o publica artículos en los que afirma, por ejemplo: 
“Aunque he amasado una fortuna en los mercados financieros, temo 
que la intensificación del capitalismo laíssez-Jaire y la difusión de los 
valores de mercado a todas las áreas de la vida esté poniendo en peli¬ 
gro nuestra sociedad abierta y democrática. El principal enemigo de 
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la sociedad abierta ya no es, a mi entender, el comunismo sino la 
amenaza capitalista" [1997], Recientemente, ha publicado un articulo 
en el que aboga por una sociedad global y abierta que reúna las 
siguientes características: 1- fortalecimiento de las instituciones 
existentes y creación de nuevas Instituciones Internacionales que 
regulen los mercados financieros y reduzcan la asimetría entre cen¬ 
tro y periferia: 2- Incremento de la cooperación Internacional en la 
flscalldad sobre los capitales: 3- creación de Instituciones Interna¬ 
cionales para la protección eficaz de los derechos Individuales, de los 
derechos humanos y del medio ambiente y la promoción de la Justi¬ 
cia social y de la paz; 4- establecimiento de pautas Internacionales 
para contener la corrupción, reforzar las prácticas laborales justas y 
proteger los derechos humanos; 5- creación de una red de alianzas 
para la promoción de la paz, la libertad y la democracia [ 1998]. 

6. Para un análisis de este programa, véanse Bókkemik [1996] y van 
Hees [1996], 

7. Sobre la experiencia de Porto Alegre, véanse Santos [1998b], Fedozzi 
[1997] y Olivelra et al [1995], 
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La reinvesicióas solidaria y participativa 
del Estado 


La cuestión de la reforma del Estado resulta, cuando 
menos, intrigante. La modernidad ha conocido dos paradig¬ 
mas de transformación social: la revolución y el reformismo. 
El primero se pensó para ejercerse contra el Estado, el segun¬ 
do para que lo ejerciera el Estado. Este último acabó impo¬ 
niéndose en los países centrales, antes de extenderse a todo 
el sistema mundial. Para el reformismo, la sociedad es la enti¬ 
dad problemática, el objeto de la reforma, y el Estado, la solu¬ 
ción del problema, el sujeto de la reforma. Cabe, por lo tanto, 
hacer una primera observación: si, como ocurre hoy en día, el 
Estado se toma él mismo problemático, se convierte en objeto 
de reforma, nos encontramos, entonces, ante una crisis del 
reformismo. 

De esta observación se siguen otras que pueden plantearse 
como preguntas: si durante la vigencia del reformismo, el 
Estado fue el sujeto de la reforma y la sociedad su objeto, 
ahora que el Estado se ha convertido en objeto de reforma 
¿quién es el sujeto de la reforma? ¿acaso la sociedad? y de ser 
así ¿quién dentro de la sociedad? O ¿será el propio Estado el 
que se auto-reforme? y en este caso ¿quién dentro del Estado 
es el sujeto de la reforma de la que es objeto el propio Estado? 
o ¿será que la reforma del Estado deshace la distinción hasta 
ahora vigente entre Estado y sociedad? 
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Iniciaré este ensayo con un análisis del contexto social y 
político en el que se ha perfilado la tendencia a favor de la 
reforma del Estado. Me referiré después, brevemente, a las 
distintas alternativas de reforma que se han propuesto para, 
por último, centrar mi atención en la función que puede 
desempeñar el llamado tercer sector en la reforma del Estado, 
subrayando las condiciones que determinan el sentido político 
de esa función así como el tipo de reforma a la que apunta. 

Tras un breve periodo durante el que intentó convertirse en 
ei camino del cambio gradual, pacífico y legal hacia el socia¬ 
lismo, el reformismo, en su sentido más amplio, vino a signi¬ 
ficar el proceso a través del cual el movimiento obrero y sus 
aliados encauzaron su resistencia contra la reducción de la 
vida social a la ley del valor, a la lógica de la acumulación y a 
las reglas del mercado. De esa resistencia nació una institu- 
cionalidad encargada de asegurar la pervlvencia de las inter¬ 
dependencias de carácter no mercantil, es decir, las interde¬ 
pendencias cooperativas, solidarias y voluntarias. Con esta 
institucionalldad, el interés general o público consiguió tener, 
en el seno de la sociedad capitalista, alguna vigencia a través 
del desarrollo de tres grandes cuestiones: la regulación del 
trabajo, la protección social contra los riesgos sociales y la 
seguridad contra el desorden y la violencia. La institucionall¬ 
dad reformista se asentó sobre una articulación específica de 
los tres principios modernos de regulación: los principios del 
Estado, del mercado y de la comunidad. La articulación esta¬ 
bleció un circulo virtuoso entre el principio del Estado y el del 
mercado, del qué ambos salieron fortalecidos, al mismo tiem¬ 
po que el principio de comunidad, basado en la obligación 
política horizontal-de ciudadano a ciudadano-, se vio desna¬ 
turalizado al quedar reducido el reconocimiento político de la 
cooperación y de la solidaridad entre ciudadanos a aquellas 
formas de cooperación y solidaridad mediadas por el Estado. 

Con esa articulación de la regulación, la capacidad del mer¬ 
cado para generar situaciones caóticas -la llamada "cuestión 
social" (anomia. exclusión social, disgregación de la familia, 
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violencia)- quedó sujeta a control político al entrar la cuestión 
social a formar parte, a través de la democracia y de la ciu¬ 
dadanía, de la actuación política reglada. La politización de la 
cuestión social significó pasar a considerarla desde criterios 
no capitalistas, aunque no con la finalidad de eliminarla sino 
tan sólo de apaciguarla. Este control sobre el "capitalismo 
como consecuencia" (la cuestión social) permitió legitimar el 
"capitalismo como causa". El Estado fue, en este sentido, el 
escenario político en el que el capitalismo intentó realizar, 
desde el reconocimiento de sus propios límites, todas sus 
potencialidades. La forma política más completa del reformls- 
mo político fue, en los países centrales del sistema mundial, 
el Estado de bienestar y, en los países periféricos y semiperí- 
férlcos, el Estado desarrollista. 

El reformlsmo se basa en la idea de que sólo es normal el 
cambio social que puede ser normalizado. La lógica de la nor¬ 
malización se basa en la simetría entre mejora y repetición. 
Los dispositivos de la normalización son el derecho, el siste¬ 
ma educativo y la identidad cultural. La repetición es la con¬ 
dición del orden y la mejora, la condición del progreso. Ambas 
se complementan y el ritmo del cambio social normal viene 
marcado por la secuencia entre los momentos de repetición y 
los de mejora. 

El reformismo tiene, pues, algo de paradójico: si una deter¬ 
minada condición social se repite no mejora y si mejora no se 
repite. Pero esta paradoja, lejos de paralizar la política refor¬ 
mista, constituye su gran fuente de energia. Esto se debe, 
principalmente, a dos razones. Por un lado, debido a su 
carácter fragmentario, desigual y selectivo, el cambio social 
normal resulta en gran medida opaco, de modo que una 
misma condición o acción política puede ser interpretada por 
unos grupos sociales como repetición y por otros como mejo¬ 
ra; los conflictos entre estos grupos son los que de hecho 
impulsan las reformas. Por otro lado, la ausencia de una 
dirección global del cambio social permite que los procesos de 
cambio puedan percibirse bien como fenómenos de corto 
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plazo, bien como manifestaciones puntuales de fenómenos de 
largo plazo. La indeterminación de las temporalidades confie¬ 
re al cambio un sentido de inevitabilidad del que deriva su 
legitimidad. 

La opacidad e indeterminación del cambio social normal se 
dan asimismo en otros tres niveles que también contribuyen 
a reforzar la legitimidad del paradigma reformista. En primer 
lugar, la articulación entre repetición y mejora permite con¬ 
cebir el cambio social como un juego de suma positiva en el 
que los procesos de inclusión social superan en número a los 
de exclusión. Cualquier dato empírico que indique lo contra¬ 
rio siempre puede interpretarse, en el supuesto de que no 
pueda refutarse, como un fenómeno transitorio y reversible. 
En segundo lugar, las medidas reformistas tienen un carác¬ 
ter intrínsecamente ambiguo: su naturaleza capitalista o anti¬ 
capitalista resulta, por principio, discutible. En tercer lugar, la 
indeterminación y la opacidad confieren a las políticas refor¬ 
mistas una gran plasticidad y abstracción: de ahí que puedan 
funcionar como modelos políticos creíbles en los más variados 
contextos sociales. Conviene recordar, en este sentido, que, 
más allá de las apariencias y de los discursos, el paradigma de 
la transformación reformista siempre fue más internacional y 
transnacional que el de la transformación revolucionaria. 

El Estado nacional desempeñó su función central en el 
cambio social reformista a través de tres estrategias básicas: 
acumulación, confianza y legitimación o hegemonía. 
Mediante las estrategias de acumulación, consiguió estabili¬ 
zar la producción capitalista. Con las estrategias de confianza, 
estabilizó las expectativas de los ciudadanos, contrarrestando 
los riesgos derivados de las extemalidades de la acumulación 
social y del distanciamiento entre las acciones técnicas y sus 
efectos, es decir, el contexto inmediato de las interacciones 
humanas. Con las estrategias de hegemonía, el Estado afian¬ 
zó la lealtad de las distintas clases sociales para con la ges¬ 
tión estatal de las oportunidades y de los riesgos: garantizan¬ 
do así su propia estabilidad, ya sea como entidad política o 
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como entidad administrativa. Veamos con más detalle el 
ámbito de intervención social de cada una de estas estrate¬ 
gias estatales así como la manera en que operan, en cada una 
de ellas, la simetría entre repetición y mejora y sus códigos 
binarlos de evaluación política. 

El ámbito de intervención social de la estrategia de acumu¬ 
lación es el de la mercantilización del trabajo, de los bienes y 
de los servicios. El momento de repetición del cambio social 
es aquí la sostenlbilidad de la acumulación y el momento de 
mejora, el crecimiento económico. La evaluación política sigue 
el código binario "promover/restringir el mercado". La estra¬ 
tegia de hegemonía abarca, por su parte, tres ámbitos socia¬ 
les de intervención: 1- la participación y la representación 
políticas, con su código binarlo "democrático/antidemocrático", 
su repetición en la democracia liberal y su mejora en el desa¬ 
rrollo de los derechos; 2- el consumo social, con su código 
"Justo/injusto", repetición, en la paz social y mejora, en la 
equidad social; y, 3- el consumo cultural, la educación y 
la comunicación de masas: aquí el código es "leal/desleal", la 
repetición, identidad cultural y la mejora, distribución de los 
conocimientos y de la información. La tercera estrategia, la de 
la confianza, también abarca tres ámbitos de intervención 
social: 1- los riesgos en las relaciones internacionales, eva¬ 
luados con el código "amigo/enemlgo"; el momento de repeti¬ 
ción está en la soberanía y la seguridad nacionales y el de 
mejora, en la lucha por consolidar la posición del país en el 
sistema mundial. 2- El ámbito de los riesgos en las relaciones 
sociales (desde los delitos hasta los accidentes), sujeto a un 
doble código binario: "legal/ilegal", "relevante /irrelevante"; 
la repetición es aquí el orden jurídico vigente y la mejora, la 
prevención de los riesgos y el incremento de la capacidad 
represiva. Y, por ultimo, 3- los riesgos tecnológicos y los acci¬ 
dentes medio ambientales. En este ámbito, los códigos de eva¬ 
luación son "seguro/inseguro" y "previsible/imprevisible", el 
momento de repetición está en el sistema de expertos y el de 
mejora, en el desarrollo tecnológico. 
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El paradigma reformista se basa en tres presupuestos: 
1- los mecanismos de repetición y mejora son eficaces en el 
ámbito del territorio nacional y cuando no se producen Inter¬ 
ferencias externas ni turbulencias Internas; 2- la capacidad 
financiera del Estado depende de su capacidad reguladora y 
viceversa, ya que la seguridad y el bienestar social se consi¬ 
guen produciendo en masa productos y servicios bajo forma 
de mercancías (aunque no se distribuyan a través del merca¬ 
do); y, 3- los riesgos y los peligros que el Estado gestiona con 
sus estrategias de confianza no son frecuentes y cuando se 
producen lo hacen sin sobrepasar la escala que permite la 
intervención política y administrativa del Estado. 

Estos tres presupuestos dependen, en última instancia, de 
un meta-presupuesto; el reformismo, en cuanto cambio social 
normal, no puede pensarse sin el contrapunto del cambio 
social anormal, es decir, la revolución. Lo mismo cabe decir 
de la revolución. Del análisis de las grandes revoluciones 
modernas se desprende que todas acaban recurriendo al 
reformismo para consolidarse: consumada la ruptura revolu¬ 
cionaria, las primeras medidas de los nuevos poderes inva¬ 
riablemente pretenden prevenir el estallido de nuevos episo¬ 
dios revolucionarios acudiendo para ello a la lógica reformista 
de la repetición y mejora. Analizadas retrospectivamente, las 
revoluciones aparecen así como momentos inaugurales del 
reformismo, ya que éste sólo tiene sentido político en cuanto 
proceso post-revolucionario. Aunque su objetivo sea prevenir 
el estallido de la revolución, su lógica es la de la anticipación 
de la situación post-revolucionaria. 

La crisis del reformismo 

Venimos asistiendo, desde la década de los ochenta, a la 
crisis del paradigma del cambio normal. La simetría entre 
repetición y mejora se ha roto y la repetición ha pasado a per¬ 
cibirse como la única mejora posible. El Juego de la suma 
positiva ha sido sustituido por el de la suma cero y los proce- 
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sos sociales de exclusión predominan sobre los de Inclusión. 
Uno tras otro, los presupuestos del reformismo social han 
quedado en entredicho. El capitalismo global y su brazo polí¬ 
tico, el consenso de Washington, han 'desestructurado los 
espacios nacionales del conflicto y la negociación, han minado 
la capacidad financiera y reguladora del Estado y han aumen¬ 
tado la escala y frecuencia de los riesgos hasta deshacer la 
viabilidad de la gestión nacional. La articulación reformista 
de las tres estrategias del Estado -acumulación, hegemonía y 
confianza- se ha ido disgregando hasta verse sustituida por 
una articulación nueva, enteramente dominada por la estra¬ 
tegia de acumulación. 

El Estado débil auspiciado por el consenso de Washington 
sólo lo es en lo que a las estrategias de hegemonía y confianza 
se refiere. En lo relativo a la estrategia de acumulación, el 
Estado resulta tener más fuerza que nuríca. en la medida en 
que asume la gestión y legitimación, en el espacio nacional, 
de las exigencias del capitalismo global. No estamos, por lo 
tanto, ante una crisis general del Estado, sino ante la crisis 
de un determinado tipo de Estado. Esta nueva articulación no 
representa, por otro lado, una simple vuelta al principio de, 
mercado, sino una articulación más directa y estrecha entre 
el principio del Estado y el del mercado. En realidad, la debi¬ 
lidad del Estado no es un efecto secundario o perverso de la 
globallzación de la economía, sino el resultado de un proceso 
político que intenta conferir al Estado otro tipo de fuerza, una 
fuerza más sutilmente ajustada a las exigencias políticas del 
capitalismo global. Si durante la vigencia del reformismo polí¬ 
tico el Estado expresó su fuerza promoviendo interdependen¬ 
cias no mercantiles, ahora esa fuerza se manifiesta en la 
capacidad de someter todas las interdependencias a la lógica 
mercantil. Algo que el mercado no podría hacer por sí sólo, 
salvo con graves riesgos de generar ingobemabilidad. 

Pero la crisis del reformismo se debe, ante todo, a la crisis 
de su meta-presupuesto, la post-revolución. Con la caída del 
muro de Berlín hemos pasado de un periodo post-revolucio- 
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nario a otro que podemos denominar "post-post-revoluciona- 
rio". Eliminado el contexto político de la post-revolución, el 
reformismo perdió su sentido: dejó de ser posible porque dejó 
de ser necesario (no dejó de ser necesario porque dejara de ser 
posible). Y mientras no se vislumbre otro momento revolucio¬ 
nario no habrá nuevo paradigma reformista. La quiebra de la 
tensión entre repetición y mejora -tensión constitutiva del 
paradigma de la transformación social- y la consiguiente con¬ 
versión de la repetición en única hipótesis posible de mejora, 
trae consigo exclusión social y degradación de la calidad de 
vida de la mayoría de la población. Pero no supone estagna¬ 
ción. Presenciamos, al contrario, un movimiento intenso, caó¬ 
tico, que extrema tanto las inclusiones como las exclusiones 
y que ya no puede controlarse con el ritmo de la repetición y 
mejora. Ya no es un cambio normal, pero tampoco es anor¬ 
mal. La preocupación por la reforma se ve relegada por la de 
la gobemabilidad. Se trata del movimiento de cambio social 
propio de un periodo histórico, el nuestro, demasiado prema¬ 
turo para ser pre-revolucionario y en exceso tardío para ser 
post-revolucionario. 

La primera fase: el Estado irreformable 

El reformismo pretendía, al igual que la revolución, trans¬ 
formar la sociedad. Las fuerzas sociales que lo promovían 
usaron del Estado como instrumento de transformación 
social. Y como cada intervención estatal en la sociedad supo¬ 
nía una intervención en el propio Estado, éste se transformó 
profundamente a lo largo de los últimos cincuenta años. El fin 
del reformismo social dio inicio al movimiento a favor de la 
reforma del Estado; movimiento con dos fases principales. La 
primera partió, paradójicamente, de la idea de que el Estado 
es irreformable; intrínsecamente ineficaz, parasitario y preda¬ 
dor, el Estado sólo se reforma reduciéndolo al mínimo que 
permita asegurar el funcionamiento del mercado. Su propen¬ 
sión al fracaso y su capacidad para causar daños sólo se limi- 
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tan reduciendo su tamaño y el ámbito de su actuación. 
Vuelve a surgir, en esta fase, el decimonónico debate en tomo 
a las funciones del Estado. Se retoma la distinción entre sus 
funciones exclusivas y aquellas que ha ido asumiendo por 
usurpación o competencia con otras instancias no estatales 
de regulación social: distinción que pretendía dar a entender 
que el Estado debía limitarse a ejercer las funciones que le 
serian exclusivas. 

Esta primera fase se prolongó hasta los primeros años de 
los noventa. Fue, al igual que el reformismo social, un movi¬ 
miento de carácter global. Impulsado por las instituciones 
financieras multilaterales y la acción concertada de los 
Estados centrales recurrió a unos dispositivos normativos e 
institucionales que por su naturaleza abstracta y unidimen¬ 
sional resultaron poderosos: deuda externa, ajuste estructu¬ 
ral, control del déficit público y de la inflación, privatización, 
desregulación, amenaza de inminente quiebra del Estado de 
bienestar y, sobre todo, del sistema de seguridad social, sub¬ 
siguiente (drástica) reducción del consumo colectivo de pro¬ 
tección social, etc. 

Esta primera fase de reforma, la del Estado mínimo, alcan¬ 
zó su punto culminante con las convulsiones políticas de los 
países comunistas de Europa central y del este. Pero fue en 
esta misma región donde los límites de su lógica reformadora 
empezaron a manifestarse. La emergencia de las mafias, la 
generalización de la corrupción política o la quiebra de algu¬ 
nos de los Estados del llamado Tercer Mundo vinieron a 
subrayar el dilema básico sobre el que se asienta la idea del 
Estado débil: como es el Estado el que tiene que acometer su 
reforma, sólo un Estado fuerte puede producir con eficacia su 
propia debilidad. Por otro lado, como toda desregulación nace 
de una regulación, el Estado tiene que intervenir, paradójica¬ 
mente, para dejar de Intervenir. 

Ante estas circunstancias se fue asentando la idea de que 
el capitalismo global no puede prescindir del Estado fuerte. 
La fuerza estatal, necesaria, debía ser distinta a la imperante 
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durante la vigencia del reformismo, con su reflejo en el Estado 
de bienestar o en el Estado desarrollista. El problema del 
Estado no se resuelve, por lo tanto, reduciendo la cantidad de 
Estado, sino modificando su naturaleza, para lo cual debe 
partirse de la idea de que el Estado sí es reformable. Esta pre¬ 
misa define el perfil general de la segunda, y actual, fase del 
movimiento a favor de la reforma del Estado. 

La segunda Jase: el Estado reformable 

En esta fase, el péndulo del reformismo pasa inequívoca¬ 
mente del reformismo social impulsado por el Estado al refor¬ 
mismo estatal promovido por sectores sociales con capacidad 
de intervención en el Estado. Aparentemente simétrica, esta 
oscilación esconde, sin embargo, una profunda asimetría: si 
el reformismo social fue un movimiento transnacional de baja 
intensidad impulsado, dentro de cada espacio-tiempo nacio¬ 
nal (la sociedad nacional o el Estado nación), por fuerzas 
sociales y políticas de ámbito nacional, el reformismo estatal 
es un movimiento transnacional de alta intensidad en el que 
las fuerzas que con mayor denuedo lo están promoviendo son 
ellas mismas transnacionales. La sociedad nacional es ahora 
el espacio-miniatura de un escenario social global y el Estado 
nacional -sobre todo en la periferia del sistema mundial-, la 
caja de resonancia de unas fuerzas que lo trascienden. 

Esta segunda fase es social y políticamente más compleja 
que la primera. La fase del Estado mínimo, irreformable, 
estuvo completamente dominada por la fuerza y los intereses 
del capitalismo global. Fue la edad de oro del neolíberalismo. 
En los países centrales, el movimiento sindical quedó maltre¬ 
cho por la disgregación de la legislación fordista; la izquierda 
marxista, que desde los años sesenta venía criticando el 
Estado de bienestar, se vio desarmada para defenderlo y los 
movimientos sociales, celosos de preservar su autonomía 
frente al Estado y centrados en ámbitos de intervención social 
considerados marginales por el bloque corporativo sobre el 
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que se apoyaba el Estado de bienestar, no se sintieron llama¬ 
dos a defender el reformismo que ese Estado protagonizaba. 

En los países semiperiféricos, donde el Estado desarrollista 
era a menudo autoritario y represivo, las fuerzas progresistas 
concentraron sus esfuerzos en propiciar transiciones a la 
democracia. Muchas medidas neoliberales, al desmantelar el 
intervencionismo del Estado autoritario y poder interpretarse 
en consecuencia como propiciatorias de democratización, se 
beneficiaron de la legitimidad que el proceso de transición 
política suscitó entre la clase media y los trabajadores de la 
industria. En los países periféricos, la desvalorización de los 
escasos productos que accedían al comercio internacional, la 
deuda externa y el ajuste estructural convirtieron al Estado 
en una entidad Inviable, un lumpen-Estado a merced de la 
benevolencia internacional. 

La primera fase de reforma del Estado fue, por las razones 
indicadas, un periodo de pensamiento único, de diagnósticos 
inequívocos y de terapias de choque. Sin embargo, los resul¬ 
tados "disfuncionales" de este movimiento, las brechas apare¬ 
cidas en el consenso de Washington, la reorganización de las 
fuerzas progresistas, asi como el fantasma de la ingobemabi- 
lidad y de su posible incidencia en los países centrales a tra¬ 
vés de la inmigración, de las epidemias o del terrorismo abrie¬ 
ron paso a la segunda fase. Todos estos factores también con-. 
tribuyeron a que el marco político de esta nueva fase sea 
mucho más amplio, sus debates más sistemáticos y sus 
alternativas más creíbles. En términos de ingeniería institu¬ 
cional, esta fase se asienta, preferentemente, sobre dos pila¬ 
res: la reforma del sistema jurídico, sobre todo del judicial, y 
la función del llamado tercer sector. En lo que queda de ensa¬ 
yo centraré mi atención en este segundo pilar. 

El tercer sector 

'Tercer sector" es la denominación, residual e imprecisa, 
con la que se intenta dar cuenta de un vastísimo conjunto de 
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organizaciones sociales que se caracterizan por no ser ni esta¬ 
tales ni mercantiles, es decir, todas aquellas organizaciones 
sociales que, siendo privadas, no tienen fines lucrativos y que, 
aunque respondan a unos objetivos sociales, públicos o colec¬ 
tivos, no son estatales: cooperativas, mutuas, asociaciones no 
lucrativas, ONGs, organizaciones casi-no gubernamentales, 
organizaciones de voluntarios, comunitarias o de base, etc. El 
nombre en lengua vernácula de este sector varia de un país a 
otro, en una variación que no es sólo terminológica sino que 
responde a las diferencias en la historia, las tradiciones, la 
cultura o los contextos políticos entre los distintos países. En 
Francia se suele hablar de "economía social", en los países 
anglosajones de "sector voluntario" y de "organizaciones no 
lucrativas" y en los países del llamado Tercer Mundo predo¬ 
mina el calificativo de "organizaciones no gubernamentales". 

El tercer sector surgió en el siglo XIX en los países centra¬ 
les, en Europa sobre todo, como alternativa al capitalismo. 
Aunque de heterogéneas raíces ideológicas -desde las varias 
caras del socialismo hasta el cristianismo social o el liberalis¬ 
mo- su propósito consistía en articular nuevas formas de pro¬ 
ducción y de consumo que o bien desafiaban los principios de 
la ascendente economía política burguesa, o bien se limitaban 
a aliviar, a modo de compensación o contra-ciclo, el coste 
humano de la Revolución Industrial. Subyacía a todo este 
movimiento, al que buena parte de la clase obrera y de las cla¬ 
ses populares se adscribió, el propósito de contrarrestar el 
proceso de aislamiento al que el Estado y la organización 
capitalista de la producción y de la sociedad sometían al indi¬ 
viduo. La idea de autonomía asociativa tiene, en este sentido, 
carácter nuclear en este movimiento. El principio de autono¬ 
mía asociativa ordena y articula los vectores normativos del 
movimiento: ayuda mutua, cooperación, solidaridad, confian¬ 
za y educación para formas de producción, de consumo y, en 
definitiva, de vida, alternativas. 

No es este lugar para trazar la evolución de la economía 
social en el siglo XX. Cabe tan sólo señalar que si, por un 
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lado, el movimiento socialista y comunista renunció pronto a 
la economía social para sumarse a unos principios y objetivos 
que consideró más desarrollados y eficaces en la construcción 
de una alternativa al capitalismo, por otro, las cooperativas y 
las mutuas consiguieron, en muchos países europeos, conso¬ 
lidar Importantes márgenes de intervención en el ámbito de la 
protección social. 

Lo que aquí merece destacarse es que desde finales de los 
años setenta se ha producido, en los países centrales, un 
renacer del tercer sector o de la economía social. Este fenó¬ 
meno no es un simple regreso al pasado -algunos autores 
han hablado de "nueva economía social"-, por muy notoria 
que pueda resultar la presencia de los ecos, de los recuerdos 
o de la cultura institucional del viejo tercer sector. Antes de 
detenerme sobre el significado político de este resurgimiento 
conviene mencionar que una de las novedades más destaca¬ 
das del nuevo tercer sector es el hecho de que también haya 
surgido con pujanza en las países periféricos y semlperiféri- 
cos del sistema mundial bajo la forma de las ONGs, tanto de 
ámbito nacional como transnacional. Si en algunos de estos 
países las ONGs fueron el resultado de la consolidación, y a 
veces también del declive, de los nuevos movimientos socia- 
lés, en otros, sobre todo en los más periféricos, su aparición 
se debió al cambio en la estrategia de ayuda y cooperación 
internacionales de los países centrales, una estrategia que 
pasó a cbntar con actores no estatales. 

No resulta fácil determinar el alcance político de este resur¬ 
gimiento. La heterogeneidad política que viene caracterizando 
al tercer sector desde el siglo XIX se ha visto ahora potencia¬ 
da por la simultánea presencia del sector en países centrales 
y periféricos, es decir, en contextos sociales y políticos muy 
distintos. La unidad de análisis del fenómeno resulta igual¬ 
mente problemática en la medida en que el tercer sector res¬ 
ponde en los países centrales a fuerzas endógenas mientras 
que en algunos países periféricos, sobre todo en los menos 
desarrollados, es ante todo el efecto local de inducciones, 
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cuando no de presiones e injerencias, internacionales. Cabe 
decir, no obstante y en términos muy genéricos, que el rena¬ 
cer del sector significa que el tercer pilar de la regulación 
social de la modernidad occidental, el principio de la comuni¬ 
dad, consigue deshacer la hegemonía que los otros dos pila¬ 
res, el principio del Estado y el del mercado, venían compar¬ 
tiendo con distinto peso relativo según el periodo histórico. 

Rousseau fue el gran teórico del principio de la comunidad. 
El ginebrino lo concibió como el contrapunto indispensable al 
principio del Estado. Si este principio establecía la obligación 
política vertical entre los ciudadanos y el Estado, el de la 
comunidad afirmaba la obligación política horizontal y soli¬ 
daria entre ciudadanos. Para Rousseau, esta última obliga¬ 
ción política es la originaria, la que establece el carácter ina¬ 
lienable de la soberanía del pueblo, soberanía de la que deriva 
la obligación política para con el Estado. 

Rousseau concibe la comunidad como un todo, de ahí sus 
reservas ante las asociaciones y las corporaciones -y de ahí 
que pueda sorprender el que se invoque al ginebrino como 
principal inspirador del principio de comunidad. Lo cierto es 
que para Rousseau la comunidad es un todo y como todo 
debe salvaguardarse. A tal fin, deben eliminarse los obstácu¬ 
los que interfieran las interacciones políticas entre ciudada¬ 
nos, puesto que sólo de estas interacciones puede surgir una 
voluntad general no distorsionada. Con esta concepción de la 
soberanía popular, Rousseau no necesita, a diferencia del 
Montesquieu del Esprit des Lois, concebir las asociaciones y 
las corporaciones como barreras contra la tiranía del Estado. 
Al contrario, lo que le preocupa es que las asociaciones y las 
corporaciones se puedan convertir en grupos que con su 
poder y privilegios distorsionen la voluntad general en benefi¬ 
cio de intereses particulares. De ahí que sugiera que, de 
haber asociaciones, éstas deberán ser pequeñas, todo lo 
numerosas que se pueda y todas con parecido poder. El plan¬ 
teamiento rousseauniano adquiere hoy renovada actualidad. 
Cuando el tercer sector se invoca cada vez más como un antí- 
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doto contra la privatización del Estado de bienestar por parte 
de grupos de interés corporativos, conviene recordar la adver¬ 
tencia de Rousseau: el tercer sector también puede generar 
corporativismo. 

El actual renacer del tercer sector podría interpretarse 
como una oportunidad para que el principio de comunidad 
contraste sus ventajas comparativas frente a los principios 
del mercado y del Estado. Unos principios que habrían fraca¬ 
sado en sus respectivos intentos históricos de hegemonizar la 
regulación social: el principio del mercado durante la fase del 
capitalismo desorganizado o liberal, el principio del Estado 
durante la del capitalismo organizado o fordista. Pero esta 
interpretación peca por su excesiva superficialidad. En pri¬ 
mer lugar, no está nada claro que nos encontremos ante el 
doble fracaso del Estado y del mercado. En segundo lugar, de 
existir ese fracaso, resulta aún menos claro que el principio 
de comunidad siga teniendo, después de un siglo de margi- 
nación y de colonización por el Estado y el mercado, la auto¬ 
nomía y la energía necesarias para liderar una nueva pro¬ 
puesta de regulación social, más justa y capaz de restablecer 
aquella ecuación entre regulación social y emancipación 
social que fuera matriz originaria de la modernidad occidental. 

No parece que el principio del mercado esté en crisis. Al 
contrario, el periodo actual puede interpretarse como una 
época de absoluta hegemonía del mercado. La hubris con que 
la lógica empresarial del beneficio ha ido extendiéndose sobre 
áreas de la sociedad civil hasta ahora respetadas por la inci¬ 
vilidad del mercado (la cultura, la educación, la religión, la 
administración pública, la protección social o la producción y 
gestión de sentimientos, atmósferas, emociones, gustos, 
atracciones, repulsas o impulsos) avala la existencia de esa 
hegemonía. La mercan til ización de la vida se está convirtien¬ 
do en el único modo racional de afrontar la vida en un mundo 
mercantil. 

Por lo que al principio del Estado se refiere, no cabe duda 
de que la crisis, en el centro como en la periferia, del refor- 
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mismo social (o del fordismo) implica la crisis de las formas 
político-estatales vigentes en el periodo anterior: el Estado de 
bienestar en el centro del sistema mundial, el Estado desa- 
rrollista en la semiperiferia y periferia. Pero no se trata de una 
crisis total del Estado, mucho menos de una crisis terminal 
como pretenden las tesis más extremistas en tomo a la glo- 
balizactón. La persistencia del carácter represivo del Estado, 
su protagonismo en los procesos de regionalización suprana- 
cional y de liberalización de la economía mundial, su función 
de fomento y protección de aquellas empresas privadas que 
ejercen funciones consideradas de interés público, no pare¬ 
cen estar en crisis. Lo que está en crisis es su función en la 
promoción de las intermediaciones no mercantiles entre ciu¬ 
dadanos. Una función que el Estado venía ejerciendo princi¬ 
palmente a través de las políticas fiscales y sociales. La cre¬ 
ciente exigencia de mejorar la sintonía entre las estrategias de 
hegemonía y de confianza, por un lado, y las estrategias de 
acumulación, por otro, bajo el predominio de esta última, ha 
fortalecido todas aquellas funciones del Estado que propician 
la difusión del capitalismo global. 

Como se desprende del World Development Report, 1997 del 
Banco Mundial, estas funciones estatales son cada vez más 
importantes y exigen para su desempeño un Estado fuerte. Lo 
que interesa, en este sentido, es saber qué incidencia tiene 
este cambio en la naturaleza del Estado sobre la producción 
de los cuatro bienes públicos que el Estado venía asumiendo 
en el periodo anterior: legitimidad, bienestar social y econó¬ 
mico, seguridad e identidad cultural. Cada uno de estos bie¬ 
nes públicos se asentó sobre una articulación específica de 
las distintas estrategias estatales: articulación que se ha roto. 
De ahí que cuando se habla de reforma del Estado, los pro¬ 
blemas que se plantean sean principalmente los dos siguien¬ 
tes: I a - dilucidar si esos bienes son ineludibles y, 2 a - en el 
supuesto de que lo sean, saber cómo van a producirse en el 
modelo de regulación y en la forma política en ciernes. La 
cuestión del tercer sector surge con toda acuidad, precisa - 
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mente, en la respuesta a estos dos problemas. De ahí que al 
abordar el fenómeno del tercer sector convenga partir de la 
consideración de que lo que está en juego es, en definitiva, la 
nueva forma política del Estado. 

Para poder evaluar la posible aportación del tercer sector en 
este ámbito debe, primero, encontrar respuesta una cuestión 
antes referida: tras décadas de marginación y de colonización 
¿de qué recursos dispone este sector para contribuir con cre¬ 
dibilidad a la reforma del Estado? Para responder a esta pre¬ 
gunta puede resultar útil repasar los principales debates y 
reflexiones suscitados en tomo al tercer sector en las dos últi¬ 
mas décadas. Como se verá, el Estado siempre está presente 
en esos debates, aunque no con la centralidad que le atribui¬ 
remos en la parte final de este texto. 

Conviene, ante todo, señalar que los términos del debate 
difieren notablemente a lo largo y ancho del espacio-tiempo 
del sistema mundial. En los países centrales, el contexto 
viene marcado ante todo por la crisis, desde finales de la 
década de los setenta, del Estado de bienestar. La interpre¬ 
tación neoliberal de esta crisis apostó por la decidida privati¬ 
zación de los servicios sociales prestados por el Estado (segu¬ 
ridad social, sanidad, educación, vivienda), así como por la 
privatización de los servicios de seguridad pública y peniten¬ 
ciaria. La eficiencia del mercado en la gestión de los recursos 
se consideró indiscutiblemente superior al funcionamiento 
burocrático del Estado. Pero la eficacia del mercado en la ges¬ 
tión de los recursos contrasta con su absoluta ineficacia 
(cuando no, perversión) en la distribución equitativa de los 
recursos (distribución antes confiada al Estado). Pero las 
organizaciones sociales y políticas de córte progresista, aun¬ 
que desarmadas para defender una administración pública 
del Estado que ellas mismas habían criticado, han conseguido, 
no obstante, mantener vigente la tensión política entre efica¬ 
cia y equidad. El tercer sector surgió entonces para hacerse 
cargo de esa tensión y administrar los compromisos entre sus 
extremos. 
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El recurso al tercer sector en un momento de gran turbu¬ 
lencia Institucional no deja de ser sorprendente. En efecto, 
durante mucho tiempo se pensó que una de las limitaciones 
propias del sector estribaba en la rigidez institucional de sus 
organizaciones (por entonces sobre todo cooperativas y 
mutualidades); una rigidez, inadecuada para responder a los 
desafíos de un cambio social acelerado, que contrastaba con 
la flexibilidad del mercado y de un Estado que con la ductili¬ 
dad de su sistema jurídico conseguía abarcar nuevas áreas de 
intervención social. Sin embargo, desde la década de los 
setenta, esta rigidez institucional o parece haber desapareci¬ 
do o ha dejado de ser relevante. Algunos autores han señala¬ 
do que la popularidad del sector se debe, precisamente, a su 
plasticidad conceptual. Como dicen Anheier y Seibel, "el 
amplio abanico de características sociales y económicas al 
que da cabida el término 'tercer sector', permite a los políticos 
hacer uso de aquellos elementos o aspectos del sector que 
avalan su crítica y su interpretación de la crisis del Estado de 
bienestar" [1990: 8]. 

Esta, políticamente útil, ductilidad conceptual dificulta la 
sistematización del análisis y las comparaciones internacio¬ 
nales e intersectoriales. Como dice Defoumy, "la pluralidad 
de soluciones jurídicas, la dificultad para encontrar términos 
equivalentes en las distintas lenguas, las distintas tradiciones 
de asociacionismo y los distintos contextos sociales, cultura¬ 
les y políticos... (permiten que] el tercer sector pueda enten¬ 
derse intemacionalmente como teniendo, al mismo tiempo, 
una identidad bien definida y flexibilidad para manifestarse 
en función de las circunstancias" [1992: 46]. 

Pero más allá de la ambigüedad conceptual del tercer sec¬ 
tor, lo cierto es que en los países centrales su resurgimiento 
está ligado a la crisis del Estado de bienestar. Esto significa 
que el sector no renace en un contexto de intensas luchas 
sociales y políticas en pro de la sustitución del Estado de bie¬ 
nestar por formas más desarrolladas de cooperación, solida¬ 
ridad y participación, sino que renace coincidiendo con el ini- 
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ció de una fase de retraimiento de las políticas progresistas, 
cuando los derechos humanos de la tercera generación -los 
derechos económicos y sociales conquistados por las clases 
trabajadoras después de 1945- empiezan a ponerse en tela de 
juicio, su sostenlbilldad empieza a cuestionarse y su recorte 
empieza a considerarse Inevitable. 

Esto significá, en los países centrales, que el renacer de un 
tercer sector capaz de atender mejor que el Estado la dimen¬ 
sión social no responde a un proceso político de carácter 
autónomo. No cabe duda de que las organizaciones del tercer 
sector aprovecharon el momento político para reforzar su 
acción de lobby frente al Estado y conseguir ventajas y con¬ 
cesiones para desarrollar su^ Intervenciones, pero también es 
cierto que muchas de estas nuevas iniciativas del tercer sec¬ 
tor surgieron Inicíalmente de cooperativas de parados, del 
control obrero de empresas en quiebra o abandonadas, de Ini¬ 
ciativas locales para promover la reinserción de trabajadores 
y familias afeitadas por la crisis y la reestructuración indus¬ 
triales, etc. Elyrenacer del tercer sector fue, por lo tanto, el 
resultado del vacío ideológico generado por una doble crisis: 
la de la socialdemocracia, que sostenía el reformismo social y 
el Estado de bienestar, por un lado, y la del socialismo, por 
otro, que durante décadas se erigió como alternativa a la 
socialdemocracia y, también, como obstáculo frente al des- 
mantelamiento de ésta por las fuerzas conservadoras. 

Podemos concluir que el tercer sector surge, en los países 
centrales, en un contexto de crisis, de expectativas decre¬ 
cientes respecto de la capacidad del Estado para seguir pro¬ 
duciendo los cuatro bienes públicos antes mencionados. Este 
contexto sugiere que existe' un claro riesgo de que el tercer 
sector se consolide, no por la valía de los valores adscritos al 
principio de comunidad (cooperación, solidaridad, participa¬ 
ción, equidad, transparencia, democracia interna), sino para 
actuar como apaciguador de las tensiones generadas por los 
conflictos poli ticos resultantes del ataque neoliberal a las con¬ 
quistas políticas logradas por los sectores progresistas y 
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populares en el periodo anterior. De ser así, el tercer sector 
podría convertirse en la "solución 1 ' a un problema insoluble y 
el mito del tercer sector podría estar condenado al mismo fra¬ 
caso que ya conocieran el mito del Estado y, antes, el del mer¬ 
cado. Esta advertencia, lejos de minimizar las potencialidades 
del tercer sector en la construcción de una regulación social 
y política más solidaria y participativa, pretende tan sólo 
señalar que las oportunidades que se le presentan en este 
ámbito no están exentas de riesgo. 

El contexto del debate en tomo al tercer sector es muy dis¬ 
tinto en los países periféricos y semiperiféricos. Destacan aquí 
dos condiciones: 1- el crecimiento acelerado desde la década 
de los setenta de las llamadas ONGs tenía escasos antece¬ 
dentes locales y 2- ese crecimiento ha venido inducido, en los 
países periféricos sobre todo -el caso de los semiperiféricos es 
más complejo- principalmente por los países centrales, cuan¬ 
do éstos empezaron a canalizar sus ayudas al desarrollo a 
través de actores no estatales. 

Por otro lado, el contexto político en estos países no es el de 
la crisis de un inexistente Estado de bienestar sino el que 
viéne configurado por el objetivo de crear mercado y sociedad 
civil proporcionando unos servicios básicos que el Estado no 
está, y a menudo nunca estuvo, en condiciones de prestar. 
Entre 1975 y 1985, la ayuda al desarrollo canalizada por las 
ONGs creció un 1.400% [Fowler, 1991: 551. El número de 
ONGs pasó en Nepal de 220 en 1990 a 1.210 en 1993, en 
Túnez de las 1.886 de 1988 a las 5.186 de 1991 [Hulme y 
Edwards, 1997: 41. En Kenia, las ONGs controlan entre el 30 
y el 40% del gasto en desarrollo y el 40% del gasto sanitario 
[Ndegwa, 1994: 23]. En Mozambique, los programas de emer¬ 
gencia, la ayuda humanitaria y otras actividades ligadas al 
desarrollo están en gran medida controlados por unas ONGs 
internacionales que coordinan sus acciones con las (164, en 
1996) ÓNGs nacionales. La visibilidad nacional e internacio¬ 
nal de las ONGs aumentó claramente en los años noventa a 
raíz de distintas Conferencias de la ONU (Cumbre de la Tierra 
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de Río, 1992. o Conferencia sobre la Mujer, celebrada en 
Beijlng en 1995), 

Al ser muy distintos los contextos políticos y funcionales del 
tercer sector en el centro y en la periferia del sistema mun¬ 
dial, no sorprende que también sean distintos los temas de 
debate suscitados en tomo al sector en uno y otro contexto. 
Existen, claro está, algunos puntos coincidentes: el renacer 
del tercer sector se produce en un contexto de expansión de 
una ortodoxia transnacional: el neo liberalismo y el consenso 
de Washington; por otro lado, parte del tercer sector de los 
países centrales, las ONGs de ayuda al desarrollo, tiene un 
papel decisivo en la promoción, financiación y funcionamiento 
de las ONGs de los países periféricos y semiperlféricos. 

Una breve referencia a los temas de debate puede ayudar a 
esclarecer los términos en que se plantea la refundación o 
reinvención solidarla y parüclpatlva del Estado así como la 
función que el tercer sector puede desempeñar en esa refun¬ 
dación. Me referiré a cuatro debates destacados en tomo al 
- tercer sector: su localización estructural entre lo público y lo 
privado; su organización interna, transparencia y responsabi¬ 
lidad; las redes nacionales y transnacionales sobre las que se 
asienta; y, por último, sus relaciones con el Estado. 

El debate sobre la localización estructural del tercer sector se 
centra en la cuestión de dilucidar qué es lo que, en última 
instancia, lo distingue de los tradicionales sectores público y 
privado, considerando que la particularidad del tercer sector 
se construye mediante la combinación de características per¬ 
tenecientes tanto al sector público como al privado. La moti¬ 
vación y la iniciativa de la acción colectiva del tercer sector lo 
asemeja al sector privado, aunque en el primero el motor de 
la acción sea la cooperación y la ayuda mutua y en el segundo 
el afán de lucro. Esta característica permite atribuir al tercer 
sector una eficiencia en la gestión de los recursos parecida a 
la del sector privado capitalista. Pero, la ausencia de afán de 
lucro, la orientación hacia un Interés colectivo distinto del pri¬ 
vado (ya sea de quien presta, o contribuye para que se pres- 
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te, el servicio como del que lo recibe), la gestión democrática 
e Independiente, la distribución de recursos basada en valo¬ 
res humanos y no en valores de capital, son características 
que acercan al tercer sector al sector público estatal y son las 
que permiten considerar que el tercer sector está capacitado 
para combinar la eficiencia con la equidad. 

Estas características son, claro está, muy genéricas y se 
formulan como tipos-ideales. En el terreno empírico, las dis¬ 
tinciones son más complejas. En primer lugar, hay organiza¬ 
ciones que por el tipo de servicio que prestan o los productos 
que ofrecen, están mucho más cerca del sector privado que 
del público. Este es el caso, por ejemplo, de lás cooperativas 
de trabajadores; pero incluso aquí deben establecerse distin¬ 
ciones. Si las pequeñas y medianas cooperativas suelen ser 
Intensivas en trabajo (al ser muchas veces el resultado del 
downsizing de empresas capitalistas) y suelen Incentivar la 
participación del trabajador en la propiedad, en la gestión y 
en el beneficio, las grandes cooperativas no se distinguen 
tanto de las grandes empresas capitalistas, aunque ofrezcan 
precios reducidos a sus socios y distribuyan un mayor por¬ 
centaje de sus beneficios. Por ejemplo, en el caso de las 
mutualidades, su lógica del seguro es en general muy distinta 
a la del seguro privado. Además de que los gastos corrientes 
tiendan a ser reducidos, se favorece la solidaridad entre 
asegurados de modo que los asegurados de bajo riesgo con¬ 
tribuyen a los seguros de los asegurados de alto riesgo. 

Otras organizaciones del tercer sector se dedican a activi¬ 
dades o prestan servicios que no tienen fácil traducción en 
términos monetarios, caso del trabajo humanitario, de la 
ayuda de emergencia o de la educación popular. Se trata de 
organizaciones que, en la línea continua que va del sector pri¬ 
vado al público, están más próximas del polo público. En los 
países centrales y semiperlféricos estas organizaciones suelen 
prestar servicios anteriormente prestados por el Estado, 
mientras que en los países periféricos prestan servicios hasta 
entonces Inexistentes o que aseguraban las comunidades. En 
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este último caso, tiene indudable interés la función de las 
asociaciones de crédito, crédito informal o crédito rotatorio 
como expresión más formalizada de mecanismos tradiciona¬ 
les de crédito mutuo entre clases populares, tanto rurales 
como urbanas. 

La localización estructural del tercer sector resulta aún más 
compleja en el caso de aquellas organizaciones que, aunque 
legalmente adscritas al tercer sector, nada tienen que ver con 
su filosofía. Este es el caso de las organizaciones de fachada, 
cuya lógica interna se rige básicamente por el afán de lucro, 
pero que se organizan bajo la forma del tercer sector para 
facilitar su aceptación social, obtener subvenciones, acceder 
al crédito o a beneficios fiscales. Existen, asimismo, organiza¬ 
ciones duales con partes que se rigen por la lógica de la soli¬ 
daridad o del mutualismo y otras por la del capital. La refle¬ 
xión en tomo a la localización estructural del tercer sector 
sirve, en suma, para especificar las condiciones bajo las cua¬ 
les puede el sector contribuir a la reforma del Estado. Se 
trata, en definitiva, de un ejercicio de redefinición de los lími¬ 
tes entre lo público y lo privado y de la estructuración y cali¬ 
dad democráticas de la esfera pública, especialmente en lo 
que atañe a los grupos sociales preferentemente atentidos por 
las acciones de las organizaciones del tercer sector, es decir, 
las clases medias-bajas y los excluidos y marginados. 

El segundo debate se refiere a la organización, a la transpa¬ 
rencia y a los mecanismos de responsabilidad del tercer sec¬ 
tor. La diversidad de organizaciones-englobadas por el sector 
es enorme. Si algunas disponen de una organización alta¬ 
mente formalizada, otras son bastante informales; si unas 
tienen asociados a los que restringen su actividad, otros no 
los tienen o, de tenerlos, no limitan sus actividades a los mis¬ 
mos. El origen de la organización tiene aquí una importancia 
crucial. Así, en los países centrales, deben distinguirse las 
organizaciones que vienen funcionando desde hace décadas 
de aquellas que surgieron en el contexto político de los años 
setenta. Las primeras, generalmente de origen obrero o filan- 
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trópico, suelen ser organizaciones de asociados, con una ele¬ 
vada formalización en sus estilos de actuación y de organiza¬ 
ción, mientras que las segundas o resultan de las recientes 
reestructuraciones de la economía global y restringen su 
acción a sus asociados, o son el resultado de la evolución de 
los nuevos movimientos sociales y extienden su acción más 
allá de sus miembros a través de estructuras ligeras y des¬ 
centralizadas y de actuaciones informales. 

La estructura interna de las organizaciones varia mucho en 
lo que a democracia interna, participación y transparencia se 
refiere. En los países periféricos y semlperiféricos las pautas 
normativas de las organizaciones se ven claramente condicio¬ 
nadas por las fuentes de financiación de sus actividades -casi 
siempre donantes extranjeros- y por las exigenéias de los 
donantes respecto a la orientación, a la gestión y a los meca¬ 
nismos de responsabilidad de sus actividades. En estos 
casos, suele establecerse un conflicto que, debido a su per¬ 
sistencia. cabe calificar como estructural: el conflicto entre lo 
que puede denominarse la responsabilidad ascendente y la 
responsabilidad descendente. La responsabilidad ascendente 
se refiere a las rendición de cuentas ante, y satisfacción de las 
exigencias planteadas por, los donantes internacionales, 
donantes que, en ocasiones, también son ONGs. Como la 
continuidad de la financiación suele depender de la satisfac¬ 
ción de estas exigencias, la responsabilidad ascendente se 
convierte en un poderoso condicionante de las prioridades y 
de la orientación de la actuación de las organizaciones recep¬ 
toras. La autonomía frente al Estado nacional suele conse¬ 
guirse así a cambio de depender de los donantes extranjeros. 

La responsabilidad ascendente entra a menudo en conflic¬ 
to con la descendente, es decir, con la toma en consideración 
de las exigencias, prioridades y orientaciones de los miembros 
de las organizaciones o de las poblaciones por ellas atendidas 
y ante las cuales las organizaciones también deben respon¬ 
der. Siempre que se produce un conflicto, las organizaciones 
deben buscar compromisos que den preferencia a una u otra 
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de las responsabilidades. En casos extremos la sujeción a los 
donantes aliena a la organización de su público y de su base; 
por el contrario, una atención prioritaria a estos últimos 
puede suponer la alienación del donante. Los conflictos de 
responsabilidad siempre acaban condicionando, por una u 
otra vía, la democracia interna, la participación y la transpa¬ 
rencia de las organizaciones. 

En los países periféricos la cuestión de la responsabilidad 
descendente se manifiesta en otra faceta importante y no 
directamente ligada al conflicto con la responsabilidad ascen¬ 
dente. Se trata de la superposición de las organizaciones for¬ 
males sobre las ancestrales redes informales de solidaridad y 
de ayuda mutua propias de las sociedades rurales. En estos 
países, el tercer sector suele representar un principio "deriva¬ 
do" de comunidad, relativamente artificial y débil frente a las 
tradicionales experiencias, estructuras y prácticas comunita¬ 
rias. De ahi que puedá generarse un distanciamiento entre 
las organizaciones y las comunidades por el quedos recursos 
de las primeras se transforman en ejercicios de represiva 
benevolencia, más o menos paternalista, sobre las segundas. 

Los conflictos de responsabilidad también existen en los 
países centrales, pero responden a otras causas. Aquí, la res¬ 
ponsabilidad ascendente es la que debe rendirse ante el 
Estado, la Iglesia o las elltes locales que formal o informal¬ 
mente se apropian de las organizaciones. Cuando estas elltes 
proceden de sectores religiosos conservadores -como ocurre 
en Portugal con muchas Instituciones privadas de solidaridad 
social- existe el peligro de que la autonomía externa de las 
organizaciones no sea sino la otra cara de un autoritarismo 
Interno. Los derechos de los asociados y de las poblaciones 
beneficiadas se transforman, entonces, en benevolencia 
represiva, la libertad, en subversión, y la participación, en 
sujeción. Si las exigencias de democracia interna, participa¬ 
ción y transparencia no se toman en serio, el tercer sector 
puede fácilmente convertirse, por estos y otros mecanismos, 
en una forma de despotismo descentralizado. La transforma- 
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ción de los asociados o beneficiarios en clientes o consumido¬ 
res no atenúa el riesgo de autoritarismo sino que puede llegar 
a potenciarlo, sobre todo cuando se trata de grupos sociales 
vulnerables. 

El tercer debate se refiere al tipo de relaciones que mantie¬ 
nen entre eUas las organizaciones del tercer sector y a la inci¬ 
dencia de esas relaciones en el fortalecimiento del sector. 
En términos genéricos este debate aborda lo que cabria deno¬ 
minar el casi-dilema al que se enfrenta el sector: aunque sus 
objetivos son de tipo universalista, público o colectivo, lo cierto 
es que sus interacciones cooperativas, ya sea por la especifi¬ 
cidad del ámbito de actuación, ya sea por la delimitación de 
las poblaciones o de la base social atendidas, siempre se 
encuentran confinadas. El establecimiento de uniones, aso¬ 
ciaciones, federaciones, confederaciones o redes entre las 
organizaciones permite compatlbilizar la vocación universa¬ 
lista con la práctica particularista, maximizando la vocación 
sin desnaturalizar la acción. 

También en este debate difiere el contexto según se trate de 
países centrales o de países periféricos y semiperiféricos. En 
los primeros, el debate se centra ante todo en las vías para 
conseguir, especialmente en aquellos sectores en competen¬ 
cia más directa con el sector capitalista, economías de escala 
sin desnaturalizar la filosofía ni la democracia interna y sin 
eliminar la especificidad de cada organización y de su base 
social. En los países periféricos y semiperiféricos el debate se 
ha centrado sobre todo en las, determinantes como se ha 
visto, relaciones entre las ONGs nacionales y las de los países 
centrales. Si se rigen por unas reglas respetuosas con la 
autonomía y la integridad de las distintas organizaciones 
involucradas, estas relaciones pueden llegar a ser el cimiento 
sobre el que construir las nuevas formas de globalizaclón 
contra-hegemónica. Por globalización contra-hegemónica 
entiendo la actuación transnacional de aquellos movimientos, 
asociaciones y organizaciones que defienden intereses y gru¬ 
pos relegados o marginados por el capitalismo global. Esta 
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globalización contra-hegemónica es fundamental a la hora de 
organizar y difundir estrategias políticas eficaces, dé crear 
alternativas al comercio libre mediante el comercio justo y de 
garantizar el acceso de las ONGs de los países periféricos al 
conocimiento técnico y a las redes políticas sobre las que se 
asientan las políticas hegemónlcas que afectan a sus países. 

Estas relaciones han cambiado en los últimos años debido 
a dos factores: por un lado, la ayuda internacional ha ido per¬ 
diendo importancia para los países centrales, especialmente 
la ayuda no de emergencia destinada a proyectos estructura¬ 
les de inversión social y política; por otro, los donantes esta¬ 
tales o no estatales han ido delegando en las ONGs de sus 
países la relación con las ONGs de los países periféricos 
[Hulme y Edwards, 1997], 

La importancia de la reflexión en tomo a las relaciones y las 
redes, tanto nacionales como internacionales, en el seno del 
tercer sector reside en que sirve para contrastar perspectivas 
opuestas: aquellas que pretenden transformar al sector en 
una fuerza de combate y resistencia contra las relaciones de 
poder autoritarias y desiguales que caracterizan al sistema 
mundial y aquellas que intentan convertirlo en un instru¬ 
mento dócil, sólo aparentemente benévolo, de esas relaciones 
de poder. 

El cuarto y último debate se centra en las relaciones entre 
el tercer sector y el Estado nacional Se trata del debate que 
aquí más nos interesa. Como he señalado, el tercer sector 
surgió históricamente celoso por mantener su autonomía 
frente al Estado y cultivó una posición política de distancia- 
miento, cuando no de hostilidad, frente al Estado. En los paí¬ 
ses centrales, el Estado de bienestar, si vació o bloqueó, con 
su consolidación, las potencialidades de desarrollo del tercer 
sector, también permitió, a través de sus procesos democráti¬ 
cos, que el tercer sector mantuviera su autonomía y, al 
mismo tiempo, se acercara a, y cooperara con, el Estado. En 
muchos países, el tercer sector, a menudo vinculado a los sin¬ 
dicatos, se benefició de políticas de diferenciación positiva y 
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pudo consolidar Importantes complementaiiedades con el 
Estado en el ámbito de las políticas sociales. 

En los países periféricos y semipertféricos, las limitaciones 
del Estado de bienestar, las vicisitudes de la democracia -casi 
siempre de baja intensidad e interrumpida por periodos más 
o menos prolongados de dictadura- y los procesos que dieron 
lugar ai tercer sector, hicieron que sus relaciones con el 
Estado fueran mucho más inestables y problemáticas: desde 
la prohibición o fuerte restricción de las acciones de las orga¬ 
nizaciones hasta la conversión de las mismas en simples 
apéndices o instrumentos de la acción estatal. 

La cuestión central es aquí la de determinar la función que 
el tercer sector puede desempeñar en las políticas públicas. 
Como se verá, esto depende tanto del propio sector como del 
Estado, pero también del contexto internacional en que uno y 
otro operen, de la cultura política dominante y de las formas 
y niveles de movilización y de organización social. 

Esta función puede limitarse a la ejecución de políticas 
públicas, pero también puede abarcar la selección de priori¬ 
dades políticas e incluso la definición del programa político 
[Thomas, 1996). Por otro lado, esta función puede desempe¬ 
ñarse desde la complementariedad o desde la confrontación 
con el Estado. Bebbington y Farrington distinguen tres posi¬ 
bles tipos de relación en los que el tercer sector puede con¬ 
vertirse en: 1- instrumento del Estado, 2- amplificador de 
los programas estatales o 3- asociado en las estructuras de 
poder y coordinación [1993: 212-5]. 

En los países periféricos, la situación en la última década 
ha generado grandes turbulencias en las relaciones entre el 
tercer sector y el Estado. Si los objetivos tradicionales consis¬ 
tían en preservar la autonomía e integridad de las organiza¬ 
ciones y luchar para que su función se extendiera, más allá 
de la ejecución de las políticas, a la participación en la defini¬ 
ción de las mismas, hoy en día la virtual quiebra a la que se 
enfrentan algunos países ha invertido et problema. El reto 
consiste ahora en preservar la autonomía, incluso la sobera- 
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nía, del Estado frente a las ONGs transnacionales y en garan¬ 
tizar la participación del Estado, no ya sólo en la ejecución, 
sino en la definición de las políticas sociales adoptadas por 
las organizaciones en su territorio. 

Las relaciones entre el Estado y el tercer sector son, por lo 
tanto, además de diversas dentro del sistema mundial, com¬ 
plejas e inestables. Conviene tener esto presente cuando, 
como seguidamente haremos, se analiza la posible participa¬ 
ción del tercer sector en la reforma del Estado. 

La reforma del Estado y el tercer sector 

La actual fase de la reforma estatal es compleja y contra¬ 
dictoria. Bajo el mismo calificativo de "reinvención del Estado" 
caben dos concepciones diametralmente opuestas: las que 
denomino del "Estado-empresario" y del "Estado como novísi¬ 
mo movimiento social". 

La concepción del Estado-empresario guarda muchas afini¬ 
dades con la filosofía política imperante en la primera fase de 
la reforma estatal, la fase del Estado irreformable. Esta con¬ 
cepción plantea dos recomendaciones básicas: privatizar 
todas las funciones que el Estado no debe desempeñar con 
exclusividad y someter la administración pública a los crite¬ 
rios de eficiencia, eficacia, creatividad, competitividad y servi¬ 
cio a los consumidores propios del mundo empresarial. 
Subyace aquí el propósito de encontrar una nueva y más 
estrecha articulación entre el principio del Estado y el del 
mercado, bajo el liderazgo de este último. La sistematización 
más conocida y difundida de esta concepción está en el libro 
Reinventing Government de David Osbome y Ted Gaebler, 
publicado en 1992 (y en el que se inspiró la reforma de la 
administración pública promovida por la Administración 
Clinton en base al "Informe Gore" presentado por el vicepre¬ 
sidente Al Gore en 1993). Parecida concepción subyace, con 
algunos matices, en las propuestas de reforma del Estado 
planteadas en los últimos años por el Banco Mundial. 
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La segunda concepción, la del "Estado como novísimo 
movimiento social", parte de la idea de que ni el principio del 
Estado ni el de la comunidad pueden garantizar aisladamente, 
vista la hubris avasalladora del principio de mercado, la soste- 
nibilidad de las interdependencias no mercantiles -en ausen¬ 
cia de las cuales la vida en sociedad se convierte en una 
forma de fascismo societal. Esta concepción propone una 
nueva y privilegiada articulación entre los principios del 
Estado y de la comunidad, bajo el predominio de este último. 
Si la primera concepción potencia los isomorfismos entre el 
mercado y el Estado, esta segunda potencia los isomorfismos 
entre la comunidad y el Estado. 

Concebir el Estado como "novísimo movimiento social" 
puede, sin duda, causar extrañeza. El calificativo sirve para 
indicar que las transformaciones que está conociendo el 
Estado han convertido en obsoletas las tradicionales teorías 
liberal y marxista del Estado, hasta al punto en que, al menos 
transitoriamente, el Estado se comprende en hoy día mejor 
desde perspectivas teóricas antes usadas para analizar los 
procesos de resistencia o autonomía, precisamente, frente al 
Estado. 

La supuesta tnevitabilldad de los imperativos neoliberales 
ha afectado de modo irreversible al ámbito y a la forma del 
poder de regulación social del Estado. Este cambio no supone, 
sin embargo, una vuelta al pasado ya que sólo un Estado 
post-liberal puede acometer la desestabilización de la regula¬ 
ción social post-liberal. Esta desestabilización crea el anti- 
Estado dentro del propio Estado. A mi entender, estas trans¬ 
formaciones son tan profundas que, bajo la misma denomi¬ 
nación de Estado, está surgiendo una nueva forma de orga¬ 
nización política más vasta que el Estado; una organización 
integrada por un conjunto híbrido de flujos, redes y organiza¬ 
ciones en el que se combinan e lnterpenetran elementos esta¬ 
tales y no estatales, tanto nacionales, como locales y globales, 
y del que el Estado es el articulador. Esta nueva organización 
política no tiene centro, la coordinación del Estado funciona 
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como imaginación del centro. La regulación social que surge 
de esta nueva forma política es mucho más amplia y férrea 
que la regulación protagonizada por el Estado en el periodo 
anterior, pero como es también más fragmentaria y heterogé¬ 
nea, tanto por sus fuentes como por su lógica, se confunde 
fácilmente con la desregulación social. De hecho, buena parte 
de la nueva regulación social la producen, a través de sub- 
contrataclón política, distintos grupos y agentes en compe¬ 
tencia que representan distintas concepciones de los bienes 
públicos y del interés general. 

En este nuevo marco político, el Estado se convierte él 
mismo en una relación política fragmentada y fracturada, 
poco coherente desde el punto de vista institucional y buro¬ 
crático, terreno de una lucha política menos codificada y 
regulada que la lucha política convencional. Esta “descentra- 
ción” del Estado significa no tanto su debilitamiento como un 
cambio en la naturaleza de su fuerza. El Estado pierde el con¬ 
trol de la regulación social, pero gana el control de la meta- 
regulación, es decir, de la selección, coordinación, jerarquiza¬ 
ron y regulación de aquellos agentes no estatales que, por 
subcontratáción política, adquieren concesiones de poder 
estatal. La naturaleza, el perfil y la orientación política del 
control sobre la meta-regulación se constituyen así en el prin¬ 
cipal objeto de la actual lucha política. Esta lucha se produ¬ 
ce en un espacio público mucho más amplio que el espacio 
público estatal: un espacio público no estatal del que el 
Estado no es sino un componente, si bien destacado, más. 
Las luchas por la democratización de este espacio público tie¬ 
nen así un doble objetivo: la democratización de la meta-regu¬ 
lación y la democratización interna de los agentes no estata¬ 
les de la regulación. En esta nueva configuración política, la 
máscara liberal del Estado como portador del interés general 
cae definitivamente. El Estado se convierte en un interés sec¬ 
torial sui generis cuya especificidad consiste en asegurar las 
reglas de juego entre los distintos intereses sectoriales. En 
cuanto sujeto político, el Estado pasa a caracterizarse más 
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por su emergencia que por su coherencia. De ahí que pueda 
concebirse como un "novísimo movimiento social". 

Esta concepción se traduce en las siguientes proposiciones 
fundamentales: 

1- los conflictos de interés corporativos que configuraban 
el espacio público, ya sea del Estado de bienestar o del desa- 
rrollista, resultan hoy en día liliputianos 'comparados con 
los conflictos entre los intereses sectoriales que compiten 
por la conquista del espacio público no estatal. El ámbito de 
estos intereses sectoriales desborda el espacio-tiempo nacio¬ 
nal, las desigualdades entre ellos son enormes y las reglas 
de juego atraviesan una turbulencia constante. 

2- La descentración del Estado en la regulación social 
neutralizó las posibilidades distributivas de la democracia 
representativa de modo que ésta empezó a coexistir, más o 
menos pacíficamente, con formas de sociabilidad fascista 
que empeoran las condiciones de vida de la mayoría de la 
población al mismo tiempo que, en nombre de imperativos 
transnacionales, trivializan ese empeoramiento. 

3- En estas condiciones, el régimen político democrático, 
al quedar confinado en el Estado, ya no puede garantizar el 
carácter democrático de las relaciones políticas en el espa¬ 
cio público no estatal. La lucha antifascista pasa así a for¬ 
mar parte integrante del combate político en el Estado 
democrático, lucha que se resuelve articulando la democra¬ 
cia representativa con la participativa. 

4- En las nuevas condiciones, la lucha antifascista con¬ 
siste en estabilizar mínimamente entre las clases populares 
aquellas expectativas que el Estado dejó de garantizar al 
perder el control de la regulación social. Esta estabilización 
exige una nueva articulación entre el principio del Estado y 
el de la comunidad, una articulación que potencie sus iso- 
morfismos. 

El tercer sector emerge en esta articulación como una fuerza 
potencialmente antifascista en el espacio público no estatal. 
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Seria, sin embargo, inadecuado pensar que el tercer sector 
pueda, por si sólo, transformarse en un agente de la reforma 
democrática del Estado. Antes al contrario, aislado, el tercer 
sector puede contemporizar fácilmente ya sea con el autorita¬ 
rismo del Estado o con el autoritarismo del mercado. Ante la 
ausencia de una acción política democrática que incida 
simultáneamente sobre el Estado y sobre el tercer sector, 
puede fácilmente confundirse como transición democrática lo 
que no seria sino una transición desde el autoritarismo cen¬ 
tralizado al autoritarismo descentralizado. 

Sólo la simultánea reforma del Estado y del tercer sector, 
mediante la articulación entre democracia representativa y 
democracia participativa, puede dar efectividad al potencial 
democratizador de cada uno de ellos frente a los fascismos 
pluralistas que intentan apropiarse del espacio público no 
estatal. Sólo así podrán alcanzar credibilidad política los iso- 
morñsmos normativos entre el Estado y el tercer sector: los 
valores de la cooperación, la solidaridad, la democracia o la 
prioridad de las personas sobre el capital. 

La principal novedad de la actual situación está en que la 
obligación política vertical entre Estado y ciudadano ya no 
puede, debido a su debilitamiento, asegurar por sí sola la rea¬ 
lización de esos valores; una realización que, aunque siempre 
precaria en las sociedades capitalistas, fue, sin embargo, sufi¬ 
ciente para otorgar una mínima legitimidad al Estado. A dife¬ 
rencia de lo que ocurrió con el Estado de bienestar, la obliga¬ 
ción política vertical, ya no puede prescindir, si ha de pervivir 
políticamente, del concurso de la obligación política horizon¬ 
tal propia del principio de comunidad. Esta última obligación 
política, aunque se reconozca en valores semejantes o iso- 
mórficos a los de la obligación política vertical, asienta esos 
valores, no en el concepto de ciudadanía, sino en el de comu¬ 
nidad. Ocurre, sin embargo, que aquellas condiciones que 
han debilitado el concepto de ciudadanía y su consiguiente 
sentido vertical de la obligación política también están debili¬ 
tando el concepto de comunidad y su sentido horizontal de la 
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obligación política. La fuerza avasalladora del principio de 
mercado impulsado por el capitalismo global hace zozobrar 
todas las interdependencias no mercantiles, tanto las que se 
generan en el contexto de la ciudadanía como las que lo 
hacen en el de la comunidad. De ahí la necesidad de lograr 
una nueva congruencia entre la ciudadanía y la comunidad 
que contrarreste el principio del mercado. Esta nueva con¬ 
gruencia es la que pretende alcanzar el proyecto de reinven¬ 
ción solidarla y participativa del Estado. 

Este proyecto político se basa en la asunción de una doble 
tarea: refundar democráticamente tanto la administración 
pública como el tercer sector. 

La rejundacion democrática de la administración pública se 
sitúa en las antípodas del proyecto del Estado-empresario, 
especialmente en la versión de Osbome y Gaebler [1992]. Si 
se recuerda que uno de los principales mitos de la cultura 
política estadounidense sostiene que el Estado es un obstá¬ 
culo para la economía, no sorprende que las propuestas que 
abogan por el Estado-empresario, aparentemente destinadas 
a revitalizar la administración pública, hayan supuesto, en 
realidad, un ataque en toda regla contra la misma, contri¬ 
buyendo a debilitar aún más su legitimidad en la sociedad 
estadounidense. La noción de empresa y, con ella, la de con- 
tractualización de las relaciones institucionales ocupan una 
posición hegemónlca en el discurso contemporáneo sobre la 
reforma de las organizaciones [du Gay, 1996: 155]. No cabe 
duda de que la redefenición del gobierno y del servicio público 
en términos empresariales implica re-imaginar lo social como 
una forma de lo económico [Gordon, 1991: 42-5]. 

Para Osbome y Gaebler, el gobierno debe ser una empresa 
dedicada a promocionar la competencia entre los servicios 
públicos: debe regirse por la consecución de objetivos antes 
que por la obediencia a las normas: debe preocuparse más de 
la obtención de recursos que de su gasto; debe convertir a los 
ciudadanos en consumidores y debe descentralizar su poder 
siguiendo mecanismos de mercado y no mecanismos buro- 
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oráticos [du Gay, 1996: 166], El modelo burocrático no res¬ 
ponde adecuadamente a las exigencias de la era de la Infor¬ 
mación, del mercado global y de la economía basada en los 
conocimientos y es demasiado lento e Impersonal en la con¬ 
secución de sus objetivos. 

La critica a la burocracia no surge, sin embargo, con la pro¬ 
puesta del Estado-empresario y perdurará una vez desvane¬ 
cida esa propuesta. Lo que la actual critica tiene, no obstan¬ 
te, de especifico es su negativa a reconocer que muchos de los 
defectos de la burocracia se siguen de unáis decisiones que 
pretendían alcanzar objetivos políticos democráticos tales 
como la neutralización de los poderes fácücos, la equidad, la 
probidad, la previsibilidad de las decisiones y de los agentes, 
la accesibilidad e independencia de los servicios, etc. Al no 
reconocer estos objetivos, la critica evita considerarlos y, por 
tanto, evaluar la capacidad de la gestión empresarial para 
realizarlos. En estas condiciones, la critica a la burocracia, en 
lugar de analizar los mecanismos que desviaron a la admi¬ 
nistración pública de la consecución de esos objetivos, puede 
acabar transformando esos objetivos en unos costes de tran¬ 
sacción que conviene reducir, incluso eliminar, en nombre de 
la eficiencia, elevada a criterio último o único de la gestión del 
Estado. 

Quedan así sin respuesta preguntas que desde el punto de 
vista de la concepción que aquí perfilo resultan fundamenta¬ 
les: ¿cómo compatibilizar la eficiencia con la equidad y la 
democracia? ¿cómo garantizar la Independencia de los fun¬ 
cionarios cuando la calidad de sus funciones depende exclu¬ 
sivamente de la evaluación que los consumidores hagan de 
los servicios que prestan? ¿qué ocurre con los consumidores 
insolventes o con aquellos sin capacidad para contrarrestar 
los desajustes burocráticos? ¿cuáles son los límites de la 
competencia entre los servicios públicos? ¿dónde está el 
umbral en el que el afán por mejorar los resultados se con¬ 
vierte en nuevas formas de privatización, cuando no de 
corrupción, del Estado? ¿cómo se estabilizan, en un contexto 
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de inestabilidad, discrecionalidad y competitividad, las expec¬ 
tativas de los ciudadanos respecto de cada uno de los cuatro 
bienes públicos (legitimidad política, bienestar social, seguri¬ 
dad e identidad cultural)? 

La refundación democrática de la administración pública 
pretende responder a estas preguntas. La función del tercer 
sector en la consecución de este objetivo es crucial, pero, a 
diferencia de lo que puede parecer, la nueva articulación 
entre el Estado y el tercer sector no supone necesariamente 
complementariedad entre ambos ni mucho menos sustitu¬ 
ción de uno por otro. Dependiendo del contexto político, la 
articulación puede incluso resolverse como confrontación u 
oposición. Unos de los casos más recientes y significativos 
está en la lucha que las ONGs de Kenia mantuvieron contra 
un gobierno empeñado en promulgar legislación que las 
sometía al control político del Estado. Unidas en red y con el 
apoyo de los países donantes y de ONGs transnacionales, las 
ONGs kenianas consiguieron forzar sucesivas modificaciones 
legales .abriendo así nuevos espacios para su acción autóno¬ 
ma, lo que, en el contexto político de ese país, significa nue¬ 
vos espacios para el ejercicio democrático. Pero la articulación 
por confrontación no se limita a los Estados autoritarios, no 
democráticos. También en los Estados democráticos, la con¬ 
frontación, sobre todo cuando pretende abrir nuevos espacios 
de democracia participativa en contextos de democracia 
representativa de baja intensidad, puede constituirse en una 
vía eficaz para contribuir a la reforma solidaria y participa¬ 
tiva del Estado desde el tercer sector. 

En los países democráticos, la otra gran vía de creación de 
un espacio público no estatal está en la complementariedad 
entre el tercer sector y el Estado. Conviene, sin embargo, no 
confundir complementariedad con sustitución. Esta última se 
asienta sobre una diferenciación entre las funciones del 
Estado: las exclusivas, por un lado, y las no exclusivas (o 
sociales), por otro. Esta diferenciación pretende, en última 
instancia, dar a entender que cuando el Estado demuestra no 
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disponer en el ejercicio de las funciones no exclusivas de una 
ventaja comparativa deben sustituirlo instituciones privadas 
de carácter mercantil o pertenecientes al tercer sector. Esta 
diferenciación no resulta en modo alguno concluyente. Del 
análisis de la génesis del Estado moderno se desprende que 
ninguna de las funciones del Estado le fue. originalmente 
exclusiva: la exclusividad de las funciones fue siempre el 
resultado de una lucha política. Si no hay funciones intrínse¬ 
camente exclusivas tampoco hay. por lo tanto, funciones 
intrínsecamente no exclusivas. 

En lugar de establecer esta distinción es preferible partir de 
los mencionados cuatro bienes públicos y analizar qué tipo de 
articulaciones entre el Estado y el tercer sector, qué nuevas 
constelaciones políticas de carácter híbrido, pueden cons¬ 
truirse en tomo a cada uno de esos bienes. Las condiciones 
varían para cada bien público, pero en nlnguno.de ellos puede 
la complementariedad o la confrontación resolverse como 
sustitución, toda vez que sólo el principio del Estado puede 
garantizar un pacto político de inclusión basado en la ciuda¬ 
danía. Desde el punto de vísta de la nueva teoría de la demo¬ 
cracia, resulta tan importante reconocer los límites del 
Estado en el mantenimiento efectivo de ese pacto como su 
insustituibilidad en la definición de las reglas de juego y de la 
lógica política que debe inspirarlo. Los caminos para una polí¬ 
tica progresista se perfilan hoy en día en la articulación vir¬ 
tuosa entre la lógica de la reciprocidad propia del principio de 
comunidad y la lógica de la ciudadanía propia del principio 
del Estado. El Estado como novísimo movimiento social es el 
fundamento y el cauce de la lucha política que transforme la 
ciudadanía abstracta, fácilmente falsificable e inconducente, 
en un ejercicio efectivo de reciprocidad. 

Pero para que esta lucha tenga sentido, la refundación 
democrática de la administración' pública debe complemen¬ 
tarse con una refundación democrática del tercer sector. El 
repaso a los principales debates en tomo al tercer sector dejó 
entrever que el sector está sujeto a los mismos vicios que se 
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vienen atribuyendo al Estado, aunque se considere que puede 
superarlos con mayor facilidad. El debate sobre la localiza¬ 
ción estructural señaló la dificultad a la que se enfrenta el ter¬ 
cer sector en el intento de conferir un carácter genuino a sus 
objetivos, así como su propensión a la promiscuidad, ya sea 
con el Estado o con el mercado. El debate sobre la organiza¬ 
ción interna, la democracia y la responsabilidad indicó lo fácil 
que resulta desnaturalizar la participación para convertirla 
en una forma más o menos benévola de patemalismo o auto¬ 
ritarismo. El debate sobre las relaciones entre las organiza¬ 
ciones adscritas al tercer sector indicó la dificultad de alcan¬ 
zar una coherencia mínima entre el universalismo de sus 
objetivos y las escalas de su acción y de su organización. Por 
último, el debate sobre las relaciones del tercer sector con el 
Estado indicó que el desarrollo de la democracia, de la soli¬ 
daridad y de la participación, pretendido por la nueva articu¬ 
lación entre el principio de la comunidad y el del Estado, sólo 
es uno, y no el más evidente, de los posibles resultados de 
esas relaciones. Abundan las experiencias de promiscuidad 
antidemocrática entre el Estado y el tercer sector, en el que el 
autoritarismo centralizado del Estado se apoya en el autori¬ 
tarismo descentr aliz ado del tercer sector y cada uno de ellos 
usa al otro como excusa para rehuir responsabilidades ante 
sus respectivos constituyentes, los ciudadanos en el caso del 
Estado, los asociados o las comunidades en el caso del tercer 
sector. 

Confiar a un tercer sector que aún no se ha democratizado 
en profundidad la tarea de democratizar el Estado o. incluso, 
el espacio público no estatal, no sería sino una invitación al 
fraude. De hecho, en muchos países, la democratización del 
tercer sector tendrá que surgir de un acto originarlo, ya que 
el sector, tal y como aqui se ha definido, no existe y no cabe 
esperar que surja de modo espontáneo. En estas situaciones, 
será el propio Estado el que deba promover la creación del 
tercer sector mediante políticas de diferenciación positiva res¬ 
pecto del sector privado capitalista. El perfil que adopten 
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estas políticas indicará con claridad la naturaleza, democrá¬ 
tica o clientelista, de los pactos políticos que se pretendan 
articular entre el principio de comunidad y el principio del 
Estado. 

Cabe, por lo tanto, concluir que el isomorfismo entre los 
valores que subyacen a estos dos principios -cooperación, 
solidaridad, participación, democracia y prioridad de la dis¬ 
tribución sobre la acumulación- no se erige en punto de par¬ 
tida sino en el resultado de una esforzada lucha política por 
la democracia; una lucha que sólo logrará tener éxito en la 
medida en que sepa denunciar los proyectos de fascismo 
social que subrepticiamente se infiltran y esconden en su 
seno. 
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